www.monografias.com

El Frente Nacional
(Institución política en Colombia)
Juan de Dios Galvis Noyes  jgalvisn@etb.net.co
1. Introducción                                                                                                   

2. Marco histórico
3. Introducción al Frente Nacional
4. Instituciones del Frente Nacional
5. Algunos principios políticos
6. Bibliografía                                                                                     
Para comprender el desarrollo y devenir  de Colombia como su actual situación política, se hace necesario conocer las instituciones políticas que se han establecido en el país y que fueron causa o solución para las guerras civiles y guerras partidistas, como de los hechos sangrientos ocurridos y que siguen ocurriendo en nuestra tierra. Una de ellas es el Frente Nacional, surgido como una solución política y negociada al conflicto armado partidista que vivía el país en la década de los años 40 y 50, donde se ensayó un sistema de Estado y Gobierno eficaz, con la implementación de instrumentos jurídicos y políticos, como fue la paridad, la alternación de los partidos en el poder, el sistema electoral, las mayorías calificadas para la toma de decisiones, el régimen del Estado de Sitio y la transitoriedad del sistema, como también los principios adicionales establecidos, como los derechos políticos para la mujer, el desarrollo educativo, la implementación de una carrera administrativa y el manejo de la justicia y la política en general. A ello se orienta estas notas y estudios, dar a conocer el sistema que imperó, sus causas, consecuencias y efectos, observados desde el punto de vista jurídico y político.
INTRODUCCIÓN
A descubrir, en parte, los lineamientos jurídico-políticos que han orientado el devenir de  Colombia y situar históricamente el período de transición institucional del país, es el objetivo del presente estudio. Para ello tomamos el lapso político denominado “Frente Nacional”, pues, con él se colocó un hito en la historia política del Estado Colombiano, a efectos de  alcanzar mejor madurez institucional y una conciencia clara ante la situación anómala que vivió el país con anterioridad de 1957.

Comprender el verdadero sentido del Frente Nacional, sin relacionarlo con la historia constitucional del país, seria desvirtuar su contenido y tergiversar la finalidad específica de ésta institución sin antecedentes en  Colombia. Por ello en el capítulo primero, hacemos un recuento de los principales cambios institucionales del país junto a su raigambre política. Acentuamos el largo camino que  Colombia ha recorrido para obtener una adecuación a su propia realidad socio-política y desembocar en el Frente Nacional y su posterior reforma con el acto Legislativo No 1 de 1968. Con el Frente Nacional se quiso racionalizar la contienda por el poder y formular principios políticos a efecto de llevar a los partidos tradicionales, conservador y liberal, a una nueva concepción de la política para asegurar el afianzamiento del Estado moderno en el país.

Para alcanzar tan altos móviles y dar una paz política y social al país el Frente Nacional sugirió unas instituciones prácticas, unos mecanismos funcionales, llamadas a resolver la situación anómala en que se debatía  Colombia. Esas figuras jurídicas y políticas, elevadas a cánon constitucional por el plebiscito de 1957, conformaron una nueva Carta Fundamental del Estado, pues, generaron un modo de ser peculiar del Estado Colombiano y canalizaron todas las fuerzas nacionales hacia un objetivo común: la paz de la República. Es el sentido del capítulo II. Bosquejamos a grandes rasgos el contenido del plebiscito de 1957 y sus principales reformas sufridas después de 1957 hasta el año de 1961. En ésta forma demarcamos los planteamientos jurídico-políticos del Frente Nacional, para ser desarrollados plenamente en los apartes siguientes. 

En el proceso lógico que hemos trazado al estudiar y comprender la esencia, la naturaleza, el contenido mismo de la Carta Plebiscitaria, y después de haberle ubicado en la historia nacional comprendiendo las causas que le originaron, su objetivo específico, y la demarcación de su ámbito operativo, debemos ejecutar una disección al Frente Nacional y observar los mecanismos jurídicos con que quiso realizar su finalidad. Es el sentido del capítulo IV. Allí estudiamos cada institución, su contenido y alcance, tanto jurídico como político, sus efectos, positivos y negativos, que dejó en la vida política y jurídica del país; para culminar con el llamado “desmonte del sistema” operado en el acto legislativo No 1 de 1968.

Es de notar, que fuera de la parte eminentemente mecánica o funcional del sistema objeto de nuestra consideración, el Frente Nacional trató otros aspectos no operativos, pero que configuran verdaderos planteamientos de principios políticos esenciales en el devenir del Estado  Colombiano. Ellos son la igualdad política de la mujer mayor de edad, el destinar un porcentaje no menor del 10% del presupuesto nacional para planes y programas educativos y los planteamientos de la organización de la justicia a fin de obtener una independencia casi absoluta del factor político partidista. El capítulo V de nuestro estudio esta encaminado al estudio de cada uno de los aspectos enumerados y ver la incidencia de los mismos en la organización del Estado  Colombiano.

En esta forma creemos haber cumplido con el plan trazado en la consideración y comprensión del Frente Nacional y el cual hemos deducido de las palabras del doctor Álvaro Gómez Hurtado, en referencia a esta institución: 
“vivimos de él. Es el aire de nuestra convivencia, el oxigeno de nuestra paz. Pero casi no sabemos en que consiste”. 
Así mismo creemos aportar unos planteamientos válidos para el descubrimiento de los hitos de la política nacional y el entendimiento de nuestra actual realidad.

CAPÍTULO I

MARCO HISTÓRICO
A. PRIMERAS CONSTITUCIONES.
Al estudiar la historia constitucional de nuestro país, es de notar que las instituciones básicas del ordenamiento de la Nación han sufrido grandes variaciones según el momento político. Así mismo, como bien lo veremos, cada gobernante iba plasmado sus deseos en la Carta Fundamental y ello era la causa de nuevas constituciones. Por muchas décadas  Colombia anduvo a la deriva en el intrincado mundo legislativo, orden constitucional, tratando de adaptarse al pensamiento de sus rectores, sin comprender que la realidad de una norma constitucional es el vivo reflejo de “modus vivendi” de los pueblos. O mejor aun, como bien lo anota Gabriel Melo Guevara, una constitución “es la estructura de esa organización”, haciendo referencia al estado como “la organización, políticamente soberana, de una sociedad en un territorio” (1).
El vía crucis constitucional colombiano empieza en 1811, cuando Cundinamarca se erige como Estado Soberano y dicta la primera constitución. Una tras otra de las antiguas provincias españolas fueron dando cartas fundamentales, reafirmando su independencia de la madre España y de cualquier otro Estado. Tunja en 1811; Cartagena y Antioquia en 1812 y 1815; Neiva en 1815.

Estos primeros brotes tienen un hilo perfecto y definido en su ideología política: vivir independientes sin olvidar el pensamiento realista (2). Pero su independencia no era total, ya que en ellas puede entreverse cierta dependencia del rey español, a quien instaban a venir y gobernar estas colonias. “viva el rey y muera el mal  Gobierno”, fue el grito y la matriz  esencial de todas y cada una de las primeras constituciones  Colombianas.

En 1817, a instancias de Bolívar, surgen los Congresos Constituyentes de Angostura y posteriormente Villa del Rosario de Cúcuta. De esta última brota la Gran Colombia en 1821, con su carta de naturaleza y deseo de unificar las provincias. El 14 de diciembre de 1819 se reunió el Congreso bajo la Presidencia de Antonio Zea  y Bolívar planteó allí la necesidad de dar una base eterna a la República. El 17 de diciembre se firma la “ley fundamental de la República de  Colombia “, que establecía:
“ a) Reunión de Venezuela y Nueva Granada en una República con el nombre de  Colombia.

b) Las deudas públicas de uno y  otro país se reconocerían in-solidum, como deuda nacional de República de  Colombia
c) El poder ejecutivo sería ejercido por un  Presidente, y en su ausencia por un Vicepresidente, mandatarios que elegiría el Congreso por la primera vez.
d) La República se dividiría en tres departamentos…. Cada una de estas secciones tendría su administración propia y su respectivo Vicepresidente.

e) El Congreso General de  Colombia se reuniría el 1° de enero de 1821 en la Villa del Rosario de Cúcuta.

f) Dicho Congreso expediría la Constitución de la República y decretaría sus armas y pabellón; y

g) La República se proclamaría solemnemente en los pueblos y en los ejércitos” (3)   

B. VILLA DEL ROSARIO.
En 1821, después de transacciones políticas surge la constitución con:

“un  Gobierno unitario y fuerte, consagrado los derechos políticos de los  Colombianos a la par con sus deberes, fijadas las normas para el desarrollo de la vida democrática del país, asegurados, en fin, los grandes objetivos de la inmensa lucha”. (4)
Siguiendo el pensamiento de Arcadio Quintero Peña resumimos los pilares constituciones de 1821 así:

1. Soberanía. – Reside en la Nación. Los magistrados son sus agentes. Es deber primordial de los gobernantes proteger la libertad, la igualdad, propiedad y la seguridad.

2. Territorio. – Habla de departamentos, provincias, cantones y parroquias. Los límites nacionales serán los que fueron en el virreinato de la Nueva Granada.

3.  Función Electoral. – El pueblo elige las asambleas parroquiales Y allí se constituía la asamblea de electores, a fin de que estos eligiesen Presidente, Vicepresidente y al Congreso, que ya se había dividido en las dos cámaras: Senadores y Representantes.

4. Poderes públicos. – Su ejercicio corresponde a tres poderes: ejecutivo, legislativo y judicial. Con un  Gobierno popular representativo.

5. Ejecutivo.  – Ejercido por el  Presidente o Vicepresidente. Su función general es hacer cumplir las leyes y con responsabilidad ante el Congreso.
Jefe Supremo de la administración y las fuerzas armadas. Elegido por cuatro años. Libertad para designar sus secretarios y demás personal subalterno. Promulga las leyes. Convoca al Congreso en reuniones ordinarias o extraordinarias. Asesorado por un  Gobierno de carácter permanente, integrado por seis miembros: el Vicepresidente, un miembro de la alta Corte de Justicia y cuatro secretarios del despacho. Declara la guerra. Celebra tratados públicos. Vigila el cumplimiento de la justicia.

      6. Legislativo.  – Compuesto por Senado y Cámara de Representantes. Su función: dictar las leyes. El Senado elegido para periodos de ocho años y renovado cada cuatrienio. Los representantes en mayor número. Se fijan calidades para ser representante y senador. Se dicta el trámite en la elaboración de las leyes. Hay normas en sus relaciones con el ejecutivo y sus facultades en el ámbito preciso de su campo de acción.

Pero el régimen era presidencial unitario y fuerte, con criterio de cierto sabor parlamentario al estilo ingles, debido a la responsabilidad del  Presidente ante el Congreso.

7.  Alta Corte de Justicia.  – Integrada por cinco magistrados. Seguían en su orden las cortes superiores con jurisdicción en los distritos judiciales fijados por la ley, a continuación los juzgados inferiores. Aplican, en general, la ley en toda causa criminal y civil. Su elección partía de ternas propuestas  por el  Presidente a la Cámara de Representante, donde escogían dos y el Senado hacia los nombramientos. Ejercían los cargos hasta que dejasen de observar buena conducta.

8. Disposiciones varias.

“Terminaba el estatuto con estipulaciones acerca del juramento de los empleados, de la observancia de las leyes antiguas, de la interpretación y reforma de la constitución y su duración por diez años, para reformarla total o parcialmente” (5).
Una síntesis clara de la obra constitucional y legislativa del Congreso de 1821, la expuso el doctor Rufino José Cuervo en la apertura del curso universitario de 1846, con estas palabras:

“El Congreso de Cúcuta, había sancionado los dogmas de la soberanía nacional, de la libertad política y de la igualdad legal; había desencadenado la libertad de pensar y de expresar el pensamiento y había abolido el tráfico de carne humana” (6).

Es una carta excesivamente centralista fruto de la victoria del grupo Nariñista a consecuencia del triunfo de la guerra civil, originada como bien lo anota Eduardo Fernández Botero, en la implantación del centralismo y el federalismo, o entre los “pateadores” y los “carracos”, respectivamente (7).

No es pues, el fruto de las congresistas sino la implantación ideológica de un grupo político vencedor a sus vencidos. Su existencia fue desgraciada. Agregamos que las ideas federalistas, regionales más bien, no habían apagado sus llamas y las provincias anhelaban ser más independientes. En esta forma cae en desgracia el ordenamiento constitucional y en abril 9 de 1828, se reúne la convención de Ocaña. Presentaron dos proyectos antagónicos. Uno centralista, boliviano, conservador, de Castilla y Rada, y el de Vicente Azuero, grupo santanderista, ideas y contenido federal. El resultado es lógico: los bolivianos se retiran y dejan quórum la convención.
C. CONSTITUCIÓN DE 1830.

Por los años 30 se reúne el Congreso admirable. Organizo:
“un centralismo político y estableció la división de diversos órganos del poder público; implantó para el país el sistema bicamerlista” (8).

Sin olvidar cierta autonomía de las provincias. Es una réplica a la discusión de 1828 y el afianzamiento del centralismo político y administrativo del país. Habla de la religión católica y la obligación del  Gobierno a protegerla (artículo 6 y 7). Los Senadores se eligen y renuevan por cuartas partes, ya no por mitades (artículo 49). Cambia, aumentando, las calidades para poder ser elegido congresista (artículo 50 y 95). El  Presidente gozará de mayores facultades y se le establecen claras prohibiciones. Restringe la responsabilidad presidencial a específicos casos  (artículo 87). El consejo de  Gobierno cambia a consejo de estado y sus funciones son precisas y determinadas  (artículo 96 y 99). Crea el ministerio público (artículo 100 y 103). Es más, amplia la enumeración de los derechos civiles y las garantías. Son éstos en esencia sus pilares fundamentales.
Pero aún el desconocimiento de nuestra verdadera idiosincrasia, lleva tan brillante estudio jurídico al fracaso, en un término relativamente corto: dos años. Su objetivo, unificar la Gran Colombia, no fué alcanzado. Venezuela declaró su independencia total del pacto y ya había expedido la constitución de Valencia. Ecuador, en 1830, clamo su autonomía constitucional y política, llevando la obra del libertador al traste. El  Gobierno de Bogota no vió otro camino a seguir que llamar a un Congreso constituyente y expedir otra Ley fundamental, noviembre 7 de 1831, teniendo en cuenta el nuevo territorio y el vació jurídico político dejado por Venezuela y Ecuador. 
D. CONSTITUCIÓN DE 1832. 
En 1832 da a luz la nueva constitución que regirá la vida granadina. Los liberales, amplia mayoría en el Congreso, se limitaron a consagrar una fuerte descentralización, derogaron la intolerancia de cultos, amplían el campo de la libertad de ingenio, enseñanza e industria (artículo 195). Las fuerzas armadas no participan en las luchas políticas (artículo 169), sabio principio que aun perdura y que pocas veces fue respetado. Cambió totalmente el funcionamiento de las seccionales y los métodos electorales de los magistrados, gobernadores y ejecutivo (artículo 160 y 60). La responsabilidad presidencial para sus actuaciones estuvo limitada a los casos especiales previstos en la carta (artículo 110, 57 y 45). Hay dos consejos en vez de uno: Consejo de  Gobierno y Consejo de Estado, nombrados en formas diferentes y con funciones distintas (artículos 120 y 129). El régimen de las provincias es peculiar, donde los diputados adquieren gran fuerza en la distribución de las rentas (artículo 156 y 30). A los funcionarios públicos les fueron señaladas determinadas y precisas inhabilidades e incapacidades para el ejercicio de su cargo (artículos 179, 180, 185, 195, 206 y 207).
En resumen:

“consagraba así esta famosa carta una decisiva influencia de la periferia en la formación de las ramas legislativa y jurisdiccional del poder y en la del ejecutivo provincial al propio tiempo que en la del ejercito y armada…..”  (9).
Un federalismo atenuado como réplica a cumplir el ciclo iniciado desde la declaración de independencia, del federalismo al centralismo. Un verdadero zig-zag.  Es un proceso político que oscila de un extremo a otro y que durará hasta 1886, sin dar tiempo a valorar la bondad o maldad del régimen imperante, pero si ocasionando intensas luchas internas y el devenir de una y otra filosofía política según fuese el vencedor.

E. RÉGIMEN FEDERAL.
1. CARTA DE 1843.
Consecuencia inmediata de la carta se plasma en la guerra civil. El liberalismo dividido pierde el poder. Es ésta otra constante de nuestra vida  política. Los partidos políticos unificados alcanzarán y conservan el poder, frente a su contendor que se encuentra dividido. Pero una vez que las pequeñas disidencias personales alcanzan gran altura, el contrario obtiene el poder y se unifica sagazmente. Fruto de la guerra, donde se debaten liberales y conservadores, con programas e ideologías definidas, es la derogatoria de la constitución y el imperio de la carta de 1843, inspirada en la reacción provocada por los desmanes de la guerra y del  Gobierno de turno. Su objetivo esencial: evitar futuras conjuras  (10).
Los lineamientos esenciales son:
a. Límites territoriales según el año de 1810, en la división del virreinato y tratado de 1833 celebrado con las provincias portuguesas del Brasil.

b. Religión oficial del cristianismo con la obligación de ser sostenida y respetada por el Estado.

c. Centraliza la labor  política dándole al ejecutivo nuevamente la facultad de elegir sus colaboradores y subalternos.

d. Posee además el ejecutivo la facultad de vetar proyectos de ley (artículo 79).

e. Las Cámaras pierden la elección de magistrados de la Corte por ternas y la de los magistrados de los tribunales.

f. Solo habrá un solo Consejo de  Gobierno formado por el vice Presidente de la República y los secretarios del estado.

g. El trámite de expedición de leyes por el Congreso se hace dispendioso en forma total (artículo 73 a 77).
h. La iniciativa de la ley cambia de titular, a los secretarios de estado y al ejecutivo.

i. La responsabilidad presidencial y su enjuiciamiento menguó la pauta marcada por el constituyente anterior (artículo 105 y 106).

Se salta de una descentralización casi absoluta a un régimen centralista, con ejecutivo fuerte y legislativo debilitado en sus funciones y prerrogativas. Es la reacción confirmada a una constitución existente donde se plasmó el pensamiento de un grupo político olvidando la sociología  política nacional y con el anhelo de perpetuarse en el poder. La guerra transfiguró las instituciones y logró modelar un exceso constitucional completamente opuesto. El deseo político, el objetivo fundamental, quedaba intacto: el poder. Cambian las modalidades del mismo y su repercusión institucional.

2. AÑO DE 1853.

La paz de la República dura poco y da paso a la revolución o guerra civil del año 51, cuyo orígen se encuentra en la misma institución. Siendo  Presidente José Hilario López, apoya frenéticamente la libertad completa de los esclavos. Su resultado se vió en la economía del país. Agregamos el resurgimiento de las inquietudes religiosas con la expulsión de los jesuitas, el destierro del Arzobispo Mosquera y el rompimiento con la iglesia. Completamos el cuadro con la gran demagogia usada por los entonces líderes políticos con la determinación de abolir el estanco del tabaco. Debelada la insurrección, el partido liberal en el poder se divide: gólgotas y draconianos. Fracciones irreconciliables en sus  ideologías  y personajes. Al presentarse a elecciones sale electo el general Obando con un Congreso totalmente adverso, significando la desarmonía entre los dos poderes públicos, que a la postre condujo a la guerra civil de 1854 (11).

Hablando de la constitución de 1853 el doctor Alfredo Constain nos dice: 

“esta carta fue dictada después del triunfo del liberalismo, recibió los influjo de las reformas que se iniciaron durante la administración del general  José Hilario López, y se inspiró en los principios proclamados por la segunda República Francesa” (12).
Volviendo, así de nuevo, al error de los constituyentes anteriores, copiar elementos extemporáneos  a fin de aplicarlos a situaciones,  que por sus causas  y orígenes, le eran completamente diferentes, y quizás opuestos a los hechos  que asignaron las instituciones europeas.

En el contenido, a pesar de no ser completamente federalista, quedaron las bases para el triunfo radical  en 1863. El objetivo fue demasiado claro: limitar al máximo el poder del  Presidente Obando (13). Las municipalidades adquirieron gran preponderancia, los magistrados de la corte y consejeros de estado y fiscales de tribunales se vieron sometidos a elección popular. Los Gobernadores ya no dependen del  Presidente, son electos por voto popular. El rigor del veto presidencial en las leyes quedo menguado. Abolición de la esclavitud. Voto universal, secreto y directo. Libertad absoluta en cuestiones religiosas. Expresión libre de pensamiento. Algo novedoso: no se requiere ser ciudadano para lograr la presidencia de la República e igualdad total  de derechos y deberes entre nacionales y extranjeros. La prensa y la imprenta libre de todo límite, etc., etc. (14). De toda y cada una de las libertades posibles se habla.

En fin:

“la constitución d 1853 en punto a democracia y libertad fue tan lejos como ninguna otra había ido en América” (15).

En base a ella las provincias procedieron a elaborar sus propias constituciones, pues estaban facultadas para juzgar lo que creyeran conveniente, sin traspasar los límites del fuero del  Gobierno central. Se expidieron casi treinta cartas fundamentales impregnadas de cuanta ideología había en el ambiente (16).

3.  RÉGIMEN DE 1858.
Después de tanto desbarajuste institucional se procedió a la creación de los estados soberanos, ocho en total, Panamá, Antioquia, Santander, Cauca, Cundinamarca, Boyacá, Bolívar y Magdalena, en su orden. Solo dependerían de la Nueva Granada en asuntos de relaciones exteriores, guerra, crédito nacional, rentas y gastos nacionales (17). Con las derrotas liberales en las urnas, debido a sus divisiones, viene la constitución de 1858, sancionada por el  Presidente Ospina. Reconoce el hecho de la federación y trata de adaptarse a tales circunstancias. Porque, como bien lo anota Melo Guevara, 

“la situación se tornaba caótica. Urgía ponerle remedio con presteza. Entonces se decidió confeccionar una nueva constitución nacional, para reconocer los hechos cumplidos y acomodarse a ellos lo mejor posible” (18).
Haciendo resumen, como hasta ahora lo hemos hecho, trata en su esencia: Sufragio universal. Elección popular de Presidente, Senadores y Representantes. Tres delegados presidenciales a fin de suplir las faltas del  Presidente, elegidos por el Congreso. Garantiza a todos los ciudadanos: seguridad personal, libertad individual, propiedad, imprenta libre, libertad de locomoción, industria y trabajo, libre asociación, enseñanza y culto. Independencia de los estados soberanos en sus asuntos internos, que se confederan a perpetuidad. Limitación exacta y precisa de cada ámbito funcional de los estados confederados y de su resultante el estado federal (19). Es, en suma, un pacto de los estados soberanos. La carrera hacia el federalismo estaba coronada.
4. CARTA DE 1863.

La constitución de 1858 tuvo una existencia precaria. En 1860 el general Mosquera se levanta en armas contra el  Gobierno central, con el pretexto del rompimiento del pacto federal, las causas las trae descritas Tulio Enrique Tascon, en su obra tantas veces mencionada, en éstos términos:
 “El Congreso de 1859 expidió leyes encaminadas a robustecer el poder central a expensas de la soberanía de los estados. Tales fueron: la ley de elecciones, que creaba un poder electoral nacional; la de orden público, que establecía vigilancia de la fuerza pública de los estados; y la que organizaba distritos de hacienda que se entendieran con los ramos que corresponderían a la nación, aduanas, salinas y correos” (20).

A los motivos expuestos por Tascon agregamos el triunfo armado del  Presidente Ospina sobre el  Gobierno de Santander y el hecho político más importante de la época, la unión de Obando y Mosquera, enemigos de Antaño.

En Rionegro, después de la victoria del revolucionario, la constituyente profiere el estatuto esencial de la nueva federación, denominada Los Estados Unidos de  Colombia. 
 “su objeto: el mutuo auxilio de la guarda de la soberanía de los Estados a perpetuidad; su base: el respeto mutuo a las constituciones particulares de los estados y a la de la unión. Todas aquellas funciones no delegadas en el  Gobierno común, son de competencia de los estados federados.  Hay un cuerpo representativo de los estados: el Senado de plenipotenciarios a razón de tres miembros por cada estado. La corte suprema es el organismo arbitral para las controversias entre los estados y el  Gobierno general, el jefe del ejecutivo es elegido por los estados, cada de los cuales goza de un voto.  La constitución para entrar en vigor, debe ser ratificada por las diputaciones de los estados, y solo podrá ser reformada por el Senado mediante votación unánime….  Limita las facultades del ejecutivo…  Reducción del periodo presidencial… Tampoco tiene la iniciativa parlamentaria… Intención: debilitar al  Gobierno general… Es, pues, manifiestamente federalista” (21). 

Cerraron con broche de oro los constituyentes al hacer casi irreformable la carta, pues, requería el voto unánime de todos los estados en el Senado de plenipotenciarios y que su reforma fuera solicitada por mayoría de los estados. 
Así  políticamente originó su propia rutina.

Consecuencias palpables de la constitución las podemos condensar en dos grandes puntos:

1. arraigamiento del sentir político en cada uno de los partidos políticos.

2. continúas guerras civiles en el seno de los estados federados.
Así pues las luchas partidistas tomaron el sentido filosófico de las ideas, agradando a cada instante las profundas brechas que separaban a liberales y conservadores, o gólgotas y conservadores, o radicales e independientes. La lucha partidista tornase irreconciliable, pues, cada sector posesionaba su papel en base eminentemente filosófica y las murallas construidas se tornaron inexpugnables.  Además las continuas luchas prohijaron las guerras civiles y las sediciones o revoluciones, en contra del  Gobierno local de cada estado.  Durante 22 años no pasó un día sin derramamiento de sangre.  Alguien anotó con acierto que vivimos 10 sediciones y mas de 30 revoluciones en tan nefasto periodo.

F.  CONSTITUCIÓN DE 1886.  

1. CONTENIDO.
Las anteriores notas muestran la situación decadente del sistema.  Nadie amaba la federación.  Estaba completamente desacreditada como sistema político para nuestro medio.  El camino estaba listo para la reforma o como Núñez designó la “regeneración”.  Siendo  Presidente ocurrió otro hecho importante en el proceso.  El  Gobierno presenta bases para una reforma constitucional a las fracciones liberales y al mismo tiempo entrega armas a los partidarios y militares conservadores.  Con lo cual se crea una atmósfera de inseguridad y brota la guerra civil del 85. 
En éste período, por las presiones liberales y los triunfos conservadores, Núñez sale a su balcón pronunciando aquellas palabras inolvidables: “La constitución de 1863 ha dejado de existir”.  Se instaura un golpe de estado dado al  Gobierno por el  Gobierno mismo. Vino el consejo de delegatarios y de allí nació la comisión encargada de redactar la constitución.  El proyecto correspondió a Miguel Antonio Caro  y con él la tarea de terminar el interregno constitucional, dando estabilidad  política e institucional al país.
La nueva carta fundamental era una reacción completa y total contra la anarquía imperante, los odios partidistas, el distanciamiento ideológico de los partidos. Y bien pudo llegar a ser la obra de un solo partido frente a los vencidos  (22).  Sin embargo en la asamblea de delegatarios se presentaron inicialmente tres proyectos de esencia federalista, que fueron rechazados y se designó una nueva comisión, a fin de elaborar la constitución, basándose en el pacto político de 1885, donde se sentaron bases institucionales fundamentales para la vida nacional (23).  
Una síntesis de la carta de 1886 la trae Tulio Enrique Tascon, la cual seguimos en estos términos:

A. – Soberanía. – Reside únicamente en el estado nacional, siendo indelegable.  Los antiguos estados federados  se denominan departamentos y el conjunto de ellos es la República esencialmente unitaria (articulo 1 a 7).
B. -  Nacionalidad. – Los nacionales  colombianos lo serán por nacimiento, adopción, origen y vecindad.  Siendo todos iguales ante la ley y teniendo los mismos deberes sociales y políticos (artículo 8 a 18).

C. – Derechos individuales. – En su esencia son la vida, honra y bienes de los ciudadanos. Las autoridades deben protegerlas con gran celo. Es la noción del estado-gendarme. Se instaura la pena de muerte. La libertad de cultos desaparece. El estado adopta como religión oficial la católica  (artículo 53 a 56). La propiedad privada es respetada y se crea la expropiación previa indemnización. La prensa es libre pero responsable. Libertad de asociación. Abolición del comercio de armas (artículo 19 a 52).

D. – Poder público. – El poder público es tripartito: legislativo, ejecutivo y judicial. Ejercen separadamente sus atribuciones y ellas están demarcadas en la constitución (artículo 57). El Senado es elegido por las asambleas departamentales y se establece una renta mínima como requisito para ser elegido (artículo 99 a 113).  El ejecutivo está en cabeza de un  Presidente de la República.  Posee facultad a fin de escoger sus ministros. Solo es responsable cuando hay coacción o violencia en elecciones populares, por actos que estorben las reuniones de las corporaciones públicas y por el delito de alta traición.

Hay Vicepresidente y Designado (artículo 59, 114 a 135).  El poder judicial con una jerarquía,  Corte Suprema de Justicia, tribunales superiores y juzgados. 

Los magistrados son designados por el  Presidente de la República, los de los tribunales en base ternas pasadas al  Presidente de la República por la Suprema Corte. Son vitalicios los cargos (artículo 146 a 164). El Procurador General junto a los funcionarios del  ministerio público, incluidos personeros municipales, son nombrados a libre voluntad del  Presidente  de la República (artículo 142 a 145). Reorganiza el Consejo de Estado tal como estaba previsto en 1830  (artículo 136 a 141)  (24).

E. -  Hablando de la administración departamental y municipal, sienta el principio de la descentralización administrativa en contra posición al centralismo político.  Divide los departamentos en provincias y éstas en distritos municipales (artículo 182). La corporación administrativa es la asamblea departamental cuyas funciones son mas o menos extensas y específicas dentro del departamento cuyo ejecutivo es el gobernador como “agente de la administración central” por una parte y por otra, como jefe de la administración departamental, siendo removible por el  Gobierno y responsable ante la corte suprema de justicia por los delitos que llegare a cometer (articulo 183 a 197). 

F- El campo municipal quedó regentado por el consejo municipal y la acción      administrativa en manos del alcalde, que es mandatario del pueblo y agente del gobernador (artículo 198 a 201).  Habla de las rentas nacionales en los artículos 202 a 208, y de la reforma de la constitución en sus artículos 209 y 210, estableciendo que puede modificarse en tres debates por el Congreso en forma ordinaria, aprobado por el  Gobierno y finalmente un exámen en la legislatura subsiguiente, a fin de ser aprobado con los dos tercios de los votos del Congreso.
Así, pues, vemos una constitución centralista, autoritaria, de origen conservador frente a la derrota de los liberales en 1885, nacida de la regeneración de Núñez y Caro, implantada como casi todas las anteriores, de un modo seudo revolucionario y aun podríamos afirmar inconstitucional, por cuando existiendo precisos trámites para la reforma de la carta del 63, no se emplearon en la implantación de la nueva carta. Pero este es un problema que merece un análisis más exhaustivo y que dejamos para posteriores estudios.  En fin, logró a pesar de sus defectos, dar cierta estabilidad institucional al país y propiciar un nuevo camino  en busca de la verdadera fisonomía nacional.  
2. POSTERIORES REFORMAS.
A pesar de la bondad de la carta del 86 sufrió serias modificaciones que le hicieron perder su principio básico y quedó al fin del gran camino coma una colcha hecha de retazos multicolores. Reseñamos, a vía informativa, varios de los cambios constitucionales operados sobre la materia prima del 86. Usemos para ello el análisis del profesor Rodrigo Noguera Laborde en su obra de recopilación de documentos, y la obra del profesor Francisco de Paula Suárez.

En 1894 se modifica el artículo 201 y el ordinal 4 del artículo 76, por medio de la ley 41 del mismo año, declarando a Panamá sujeto a la legislación general de la República.  Con la ley 24 de 1898 es sustituido el artículo 205, en cuanto a la ejecución de la tarifa aduanera.

Después de la guerra de los mil días y la separación de Panamá en 1903, se ve a la necesidad de acudir a la asamblea constituyente a fin de precaver nuevos hechos funestos y reformar la constitución. El general Reyes hace realidad el pensamiento de Marroquin y asienta su dictadura con enmiendas a la carta, iniciada en 1905, año en el cual profirió diez actos legislativos, cambiando el régimen vitalicio  de las magistraturas judiciales. Estableció que la creación de nuevos departamentos se haría por la ley; derogó el artículo 204 sobre contribuciones indirectas; eliminó el cargo de Vicepresidente y del Designado, trastocando la sucesión presidencial por falta absoluta o temporales del primer mandatario de la República; el artículo 31 sobre previa indemnización cuando hay expropiación desaparece;  recorta las facultades de las asambleas departamentales; impone el derecho de representación de las minorías cuando se efectúen elecciones populares;  cambia la estructura de las reformas constitucionales y por último suprime el Consejo de Estado (25).

En 1907 desaparecen las asambleas departamentales al ser sustituidas por  “consejos administrativos del departamento”, por medio del acto legislativo No 2 de 1907. En 1908 expide tres reformas a saber:
“una en virtud de la cual se fijaba el personal de las cámaras legislativas, rebajándole considerablemente;  otra que suprimió las provincias que había previsto el constituyente de 1886, como un organismo entre los departamentos y los municipios; y la tercera, estableció el Congreso anual” (26).

El año 1909 también fue prolijo en reformas.  Hubo cinco en total. De las más importantes trata el acto legislativo No 4 y el No 5, por cuanto obstruye el funcionamiento del Congreso y señala la sucesión presidencial en propia conveniencia y beneficio del general Reyes, pues, si llegare a faltar será reemplazado por el ministro que el  Presidente designe.

La situación del país era precaria y el régimen dictatorial rápidamente fue depuesto.  El nuevo  Presidente tiene que recurrir a nueva asamblea constituyente siguiendo los pasos de  Reyes tan crudamente criticados en su época.  De allí salió el acto legislativo No 3 de 1910, con 70 artículos modificatorios de la constitución. Trató los límites de la República y de su territorio; de las garantías individuales; reuniones, composición y funcionamiento de las cámaras legislativas; del ejecutivo; corte suprema de justicia, administración municipal y departamental; del presupuesto nacional y por último del trámite constitucional para las futuras reformas de la constitución.

En 1914  se restableció el Consejo de Estado siguiendo las pautas originales de la carta del 86.  Ya en el año 1918 hubo que sustituir el artículo 44 en lo relativo la libertad de profesiones, facultando a las autoridades a ejercer la inspección y vigilancia de las industrias y al legislador a fin de “ordenar la revisión y fiscalización de las tarifas y reglamentos de las empresas de transportes o conducción y exigir títulos de idoneidad para el ejercicio de las profesiones médicas y de sus auxiliares y de la de abogado”.  Y en 1921 se agrega al precepto anterior la vigilancia e inspección en el consumo de licores y bebidas fermentadas. Por el acto legislativo No 1 de 1924 la Corte Suprema de Justicia, por mandato legal, estará formada de salas y sus miembros no serán menos de nueve.  Las funciones de cada sala se determinarán por la ley.

El Senado, las Asambleas Departamentales y Cámara de Representante son nuevamente modificados, en su composición y elección de sus miembros, por acto legislativo No 1 de 1930. Las funciones de las asambleas departamentales se ven aumentadas en 19312. El legislador amplió su radio de acción en el año 32 al otorgarse potestad reglamentaria de la profesión de ingeniería al Congreso.

Siendo  Presidente Alfonso López Pumarejo siguen las reformas liberales referidas:

“a puntos de marcada importancia; repudiaron el viejo programa federal, y en lugar de una descentralización mas definida, reforzaron los principios centralistas; robustecieron la autoridad ejecutiva y ampliaron el intervencionismo de estado; rompieron sus tradiciones individualistas respecto a régimen de propiedad privada, en el campo religioso, aunque aceptaron la formula concordataria en las relaciones con la iglesia católica, borraron las normas constitucionales que la reconocían  “como elemento del orden social”  y le fijaban a la opinión pública un derrotero acorde con las creencias del pueblo  Colombiano” (27).

A mayo 12 de 1938 las cámaras legislativas son nuevamente blanco de reformas.  Al reunirse el Congreso por convocatoria del  Presidente solamente podrá ocuparse de “los negocios que el   Gobierno somete a su consideración”. El legislador puede nombrar “comisiones permanentes del seno del Congreso que estudien durante el receso de este, los negocios pendientes” (acto legislativo No 1 de 1938). En el año 40 se crea la jurisdicción especial de trabajo y aumenta el número de los miembros de la cámara de representantes. Por acto legislativo No 1 de 1944 se erige la intendencia del Choco en departamento.
Tras la renuncia del  Presidente López P. en 1945 sale a luz el acto  legislativo No 1 modificatorio de la constitución en casi todos sus aspectos.  Noventa y cinco artículos le componen y varias disposiciones transitorias.  Habla de la división territorial;  creación de nuevos departamentos variando los requisitos existentes; el Congreso adquiere la fisonomía propia con funciones específicas; el ejecutivo se robustece; el consejo de estado amplia su campo de acción; la administración departamental y municipal es resguardada notablemente; el presupuesto nacional pasa a ser manejado casi totalmente por el  Gobierno y la participación del Congreso es mínima. 
En el año 46 y 47 se modifica superficialmente la constitución de las asambleas departamentales y las calidades de los magistrados de la corte suprema y tribunales superiores.  Viene luego la constitución plebiscitaria del 57, objeto central de nuestro estudio, junto con los aditamentos del año 59 y 60, para culminar la historia constitucional en el año 68, con la reforma sustancial introducida en el acto  legislativo No 1 de 1968.

La conclusión del camino por la historia constitucional  Colombiana la trae brillantemente expuesta Luís Carlos Sáchica en éstos términos:

“queda claro lo siguiente: el afán revisionista de las instituciones. Periódicamente, en lapsos mas o menos iguales, se producen enmiendas constitucionales, coetáneas con el turno de los partidos en el poder, sin pensar que seguramente una mayor estabilidad institucional sería conveniente y que las instituciones vigentes no son malas en si; que lo que importa es la aplicación recta de ellas y el respeto que merezca la magistratura encargada de su ejecución. La lucha partidista va hasta el campo constitucional, como si la carta fuera parte del botín electoral, perdiendo a veces la fisonomía nacional que debe tener en estatuto fundamental del estado” (28). 
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CAPÍTULO II

INTRODUCCIÓN AL Frente Nacional 
A. PLESBICITO COMO CONSTITUCIÓN.
1. Noción.
Hemos de estudiar en este aparte la noción de constitución y su contenido en  referencia al Estado. Después analizaremos el sentido del Plebiscito de 1957 en  Colombia para compararlo con la definición dada de una constitución a efectos de sentar la siguiente tesis:

En 1957 el pueblo  Colombiano dictó una nueva constitución y no una simple reforma a la carta fundamental que regía el Estado desde 1886. 
Empecemos citando a varios autores constitucionalistas recordando las nociones de constitución por ellos dadas.

Luís Carlos Sáchica hablando de la noción de constitución nos dice:

“Se habla de constitución, ya de manera específica, como el ambiente cultural y político que distingue una forma particular de convivencia, circunscribiendo su significado al de un fenómeno sociológico, a un proceso de evolución histórica” (1).
Adentrándose en esta forma en uno de los grandes problemas del estudio constitucional, la noción y comprensión de ¿Qué es una constitución? Nos dice, pues, la constitución es el modus vivendi de un pueblo, donde confluyen todos aquellos elementos configurativos de cualquier sociedad.

Gabriel Melo Guevara dedica todo un capítulo de su obra a la solución de tan importante cuestión. Clasifica las diferentes topologías, trae a mención las una y mil nociones dadas por los tratadistas y concluye afirmando que la constitución es el modo de ser del Estado. Para llegar a ella hay que clarificar el contenido de Estado y una vez obtenido sale de manera simple la noción de constitución.

“la constitución debe tratarse en íntima conexión con el estado.  Seguir su teoría, apreciar sus conclusiones, adaptarlas y desarrollarlas en el campo constitucional” (2).

Por ello se pregunta: ¿Qué es el estado?,  Y contesta diciendo que es la  “organización,  políticamente soberana, de una sociedad en un territorio” (3)

Y cuestiona seguidamente: ¿Qué es la constitución?, pues, “es la estructura de esa organización” (4).

“Nada mas. Es el concepto puro. Nos delimita su esencia, no esta viciada de parcialidad  política, pues cubre a todas las formas especiales de constitución. Ni es formalista, porque admite toda clase de apariencias externas. No se atiene a la manera de expresarse esa estructura; ni siquiera le exige que se manifieste con un lenguaje determinado. En todo caso tiene un significado preciso, real positivo, viviente en las instituciones de cada estado” (5).
Sentadas las nociones anteriores veamos el orígen del Frente Nacional concluyendo de antemano, que el plebiscito de 1957 fué una constitución nueva para la organización estatal  Colombiana, porque el

“el Frente Nacional surgió como una necesidad de los partidos políticos tradicionales, que se vieron de pronto abocados al dilema de permitir la continuidad de un régimen irregular, dictatorial que había abolido en la práctica las instituciones jurídicas” (6).
J. Emilio Valderrama ratifica el aserto anteriormente trascrito con éstas palabras:

“la única voluntad ciertamente histórica que podía  y puede animar el Frente Nacional era y es la de crear un estado vigoroso” (7).

Resulta que el plebiscito creó un nuevo estado  Colombiano. Confeccionó una constitución totalmente diferente a la existente y no fué una simple enmienda constitucional agregada al rosario de reformas sufridas en la carta del 86.
En el texto del acuerdo firmado en la ciudad española de Benidorm, firmado por los ex Presidentes Gómez y Lleras Camargo, antesala del plebiscito y del Frente Nacional, leemos:

“recomendar a los dos partidos históricos una acción conjunta destinada a conseguir el rápido regreso de las formas institucionales de la vida  política…  el país se halla  ahora reducido a la necesidad de volver a crear la República, buscando la fuente del poder en sus orígenes populares” (8).

Y un año más tarde en la también ciudad española de Sitges, los mandatarios y políticos citados ratifican los conceptos anteriores afirmando:

“los partidos están de acuerdo en que él solo puede reposar sobre los preceptos constitucionales, que fueron violados. Poner en vigencia nuestra constitución es el primero de nuestros deberes” (9).

Había un consenso entre nuestra clase dirigente en cuanto a la ruptura del régimen constitucional y la imperiosa necesidad de establecer un nuevo estatuto capaz de reflejar las necesidades nacionales y dirigir la vida socio- política  Colombiana. Con estos supuestos el decreto 247 de 1957, “sobre plebiscito para una reforma constitucional”, dictado por la junta militar de  Gobierno nos dice:
“la constitución  política de  Colombia es la de 1886, con las reformas de carácter permanente introducidas hasta el acto legislativo número 1 de 1947 inclusive…”

Toman así la constitución de Caro y sus reformas hasta 1947, incluyendo la trayectoria de adiciones posteriores, a fin de organizar nuevamente la República  Colombiana. Hubieran podido hacer referencia a cualquier otro texto constitucional, ya sea extranjero o de los que forman parte de la historia nacional, siendo completamente valido y eficaz el pronunciamiento que se hubiese efectuado. Pero escogieron la carta de 1886 y sus enmiendas hasta acto legislativo No 1 de 1947, con lo cual dieron una constitución  política a  Colombia.
2. SITUACIÓN  POLÍTICA.
                        Comprender el Frente Nacional, tanto en su orígen como  sus instituciones y la proyección en la vida  política  Colombiana, implica curiosear en los hechos originarios de la nueva carta plebiscitaria, pues, como ya lo anotamos, la constitución es la forma de ser de un Estado y éste se configura por el transcurso de hechos y situaciones que van modelando las instituciones políticas de los pueblos.

      Muy someramente los lineamientos políticos  Colombianos de éste período se pueden sintetizar así:
a. El bipartidismo es la base del andamiaje político.
b. Cada una de las colectividades, conservadora o liberal, aspira al poder y no mira las medidas para obtenerlo.

c. Generaron la violencia armada. Era una guerra civil no declarada.

d. Hay persecución  política e inseguridad personal.

e. Un partido político en el poder se abroga la facultad de “barrer” a su contenedor vencido.

f. En el año de 1953 los militares propician el golpe de estado rompiendo los lineamientos constitucionales en toda su integridad.

g. Los partidos políticos están completamente divididos.

En referencia a ello anotamos las palabras de Abel Naranjo Villegas:

“en las ultimas décadas irrumpieron dentro de los partidos tradicionales grupos de mentalidad y pensamiento totalitario, empeñados en crear un ambiente nihilista contra las instituciones y los hombres del país.  Los últimos  Gobiernos de los partidos, por lo que me alcanza, fueron interferidos violentamente por estos grupos, empecinados en tomar la dirección y excluir de los cuadro gubernamentales a quienes no compartían la secreta ideología, descalificándolos en cada partido como indoctrinarios y colgándoles el remoquete de oligarcas, cuño conocido en el idioma de la lucha de clase” (10).
Podríamos seguir enumerando hechos y circunstancias en la generación  política del Frente Nacional, pero no siendo el objeto del presente estudio, nos remitimos a otros autores que vivieron la época en cuestión (11).  Bástenos concluir que no solamente el descalabro político llevo al Frente Nacional, sino también, la ruptura del sistema económico y el desmejoramiento social de los  Colombianos.
B.  EL FRENTE NACIONAL: INSTITUCIÓN
1. Noción
La nueva figura  política creada en 1957 no es solamente una simple carta fundamental de un estado. El plebiscito fué algo más.  Quienes modelaron el Frente Nacional previeron en él una institución que sirviera de medio eficaz a efectos de obtener una solución pronta y adecuada a la situación jurídico- política del país en aquella época.

Bien podríamos afirmar que:

“el Frente Nacional…. era una constitución, era el reflejo de las realidades nacionales en cuanto dividía a los  Colombianos en liberales y conservadores….  en cuanto otorgaba el poder político a esos partidos tradicionales…. Dejaba de ser constitución para ser programa en la parte en que aquellas instituciones se proponían operar sobre la realidad  Colombiana que juzgaba nociva, adversa para transformarla y hacerla igual a lo que se pensaba como unidad” (12).
Es decir, que fuera de ser un medio deseoso de dar paz al país, configuraba una constitución y un programa de acción. Constitución en cuanto reconocía el modo de ser del Estado  Colombiano y programa por formular medios y mecanismos necesarios, a fin de alcanzar el ideal de la nación como unidad  política. Planteaba la acción de todos los  colombianos  para la realización práctica de las condiciones que hacen de un Estado una nación libre y soberana, configuraba como tal en sus instituciones jurídicas y  políticas, de conformidad a la peculiar realidad de su ser.

Un resumen del Frente Nacional nos lo trae Luís Carlos Sachica en éstos términos:

“la esencia es la eliminación de la lucha de partidos por el control presupuestal y burocrático del estado, consagrándose la igualdad de oportunidades para ambos sectores, y haciendo canon constitucional la alternación en la presidencia de la República, la asignación del igual número de ministros y la responsabilidad conjunta en el  Gobierno, la igualdad de representación en concejos y asambleas, cámara y senado, por término de diez y seis años, como medio de erradicar la violencia de orígen político que ha azotado al país” (13).

Haciendo hincapié a la inestabilidad  política e institucional en que vivíamos, donde el origen eminentemente político, partidista, la lucha de los partidos, trae como consecuencia el desbarajuste de la estructura institucional del país y todas las secuelas que podrían desprenderse de allí, especialmente en los campos de  Gobierno, esfera legislativa, manejo del presupuesto nacional, con el agravante de la situación, poco grata, económica y social.

Podemos afirmar en conclusión, que el Frente Nacional es un sistema de Estado y una forma de  Gobierno, impuesta por las necesidades existentes de crisis institucional y un complemento de la teoría general  política  Colombiana.  Su base y marco están en la constitución  plebiscitaria sus reformas y adiciones.

O como bien dijo Álvaro Gómez H.

“el Frente Nacional no es una forma ni un conjunto de formas.  El Frente Nacional no es la alternación y la paridad; no es la alteración, la paridad y las dos terceras partes. No es tampoco, un simple problema de fechas. Es mucho mas que todo eso: es un sistema de garantías” (14).

2. Objeto.

En el acto legislativo 247 de 1957, artículo 4, enciso 2, leemos:

“el objeto… es el  que los dos partidos políticos, el conservador y el liberal, colocados en un pie de igualdad, dentro de un amplio y permanente acuerdo, tengan conjuntamente la responsabilidad del  Gobierno y que este se ejerza a nombre de los dos…”

Dando a entender que la finalidad es el cogobierno de los dos partidos tradicionales, el conservador y el liberal, con todas las secuelas correspondientes, a saber, responsabilidad compartida, igualdad de los partidos, acuerdo permanente en el ejercicio del poder,  Gobierno realizado en nombre de las dos comunidades  políticas, etc. Pero en el fondo descansa en un pilar diferente. Estos son simples mecanismos. No una base sólida para sustentar un sistema.

En el texto de Sitges, firmado por los ex Presidentes, Gómez y Lleras, encontramos el verdadero espíritu del Frente Nacional, donde claramente se manifiesta que la paz de la República es su objeto sine qua non.

“de lo dicho atrás, se ve claramente que todo lo que se propone a la consideración de los partidos no tiene otra meta que la de alcanzar la paz para  Colombia y afianzarla perdurablemente, convirtiéndola en el primer objetivo de las fuerzas tradicionales de la opinión Republicana”.

Siendo confirmado por uno de los participes en la elaboración del Frente Nacional, sus acuerdos fundamentales y más tarde la constitución plebiscitaria, en éstos términos:

“el Frente Nacional es un sistema de garantías.  De garantías eficaces, es decir, suficientes para producir la paz. Y la paz, una vez producida, la que nosotros logramos, considerada ya como un resultado, se convirtió por si en una parte del Frente Nacional.  En su justificación, su logro que en cierto modo se convierte en su esencia” (15).

O mejor aun,
“salir de la violencia y de la dictadura que fue su principal fruto político”.

La esencia del Frente Nacional se vincula estrechamente con el logro de la concordia rota desde 1930, y para lograrla es necesario dar los mecanismos  y bases suficientes para ello. El principal medio era acabar con el “Gobierno de partido”, con la hegemonía del poder, y de allí surgen los instrumentos del artículo 4 del plebiscito.

C. LOS ACUERDOS DE  BENIDORM Y SITGES.  
1. Benidorm
A fin de comprender el plebiscito e interpretar su espíritu en forma cabal, debemos acudir a los antecedentes originarios de la constitución plebiscitaria.  Ellos son principalmente el acuerdo de Benidorm y el de Sitges, suscritos por los dos ex Presidentes, ya citados, en su calidad de jefes políticos de los dos partidos, el conservador y el liberal.
El pacto denominado de Benidorm tiene como fecha julio 24 de 1956, suscrito en la ciudad española que tiene su nombre y es el fruto de las conversaciones entre los dos dirigentes políticos, en busca de una solución a la crisis  Colombiana.

Empieza el acuerdo reconociendo

“la necesidad inaplazable de recomendar a los dos partidos históricos una acción conjunta destinada a conseguir el rápido regreso a las formas institucionales de la vida  política y la reconquista de la libertad y las garantías que han sido el mayor orgullo patrimonial”.

Sus planteamientos esenciales los podemos resumir en los siguientes aspectos:

a) crear la República acudiendo al pueblo como detentador del poder político.

b) las fuerzas armadas dentro del estado tienen como finalidad la defensa de la nación.
c) crear una sucesión de  Gobiernos fruto de la coalición de los partidos.

d) el entendimiento de los partidos es requisito esencial en la institución.

e) la violencia armada debe ser erradicada.

f) condenar enfáticamente la mala administración pública.

g) es necesario mejorar el nivel económico  de los  colombianos.

h) el resultado que se obtenga es el esfuerzo de todos y cada uno de los  colombianos.

Han modelado así los principios básicos que darán firmeza al Frente Nacional y reconocen los orígenes de la crisis democrática del país, mas tarde quedaron muchos de ellos dentro del acto plebiscitario de 1957, que allí se vislumbra como única salida para restaurar democráticamente la nación.  Es de notar, que el acuerdo planteó la cuestión económica del país, apuntando que el descalabro no era solo político sino que tenía el origen también en situaciones económicas y sociales.

Benidorm es solo el texto de principios y la enunciación de posibles salidas, mas la parte procedimental, los instrumentos adecuados, no fue contemplada. Quedó para un estudio posterior. Y en el fondo del documento encontramos tres cuestiones básicas:
a) Restaurar las instituciones básicas que habían funcionado en el país y se encontraban totalmente maltrechas.

b)  Elecciones libres y puras con el objeto de elegir a los mandatarios de la nación en todos sus niveles.

c)  Acuerdo coligado de los partidos tradicionales a fin de alcanzar tales metas.
El acuerdo mutuo era necesario, pues la historia nos ha demostrado que los partidos políticos luchan por el poder y al llegar a él montan hegemonías, dejando sin participación al vencido.  La democracia practicada hasta entonces estaba sujeta a los caudillos, a una guerra total, donde el vencedor tomaba todo. “si con acuerdos se tumbó un  Gobierno con acuerdos se restaurará la República”. 

2. Sitges

Un año después de la firma del acuerdo de Benidorm, hubo necesidad de formular los mecanismos mínimos, con el objeto de llevar a la práctica las ideas  políticas fundamentales en área de la restauración del país. 
Encontrándose el expresidente Gómez en la ciudad española de Sitges,  firmó con el expresidente Lleras Camargo el denominado pacto de Sitges. Es todo un programa político,  contiene teoría  política y fórmulas prácticas en su ampliación.  Es el desarrollo del acuerdo de Benidorm.  Su objetivo fundamental está expresamente redactado en éstos términos “poner en vigencia la constitución en su integridad”.

Siendo completado con una propuesta a los partidos a fin de alcanzar la paz para  Colombia:

“necesitamos los  Colombianos, ante todo, una  política de paz, mejor aun, una  política que produzca la paz”.

Las fórmulas precisas del ideario de Sitges son: paridad, un plebiscito nacional, carrera administrativa para los empleados públicos, representación proporcional de los partidos en la composición del gabinete ministerial, reestructuración de las fuerzas armadas, transitoriedad del sistema. Así mismo se acordaron fórmulas transitorias con las cuales se llegaría a un pleno desarrollo de la  política propuesta: elecciones inmediatas y campaña en pro de la paz.
El pensamiento de elecciones y  Gobiernos de coalición está previsto en las siguientes palabras:
“las elecciones, ya inaplazables, deberían de precederse de disposiciones que permitan mantener un  Gobierno o una sucesión de  Gobiernos de coalición amplia de los partidos, hasta tanto que las instituciones afianzadas por el decidido respaldo de los ciudadanos tengan fuerza bastante para que la lucha cívica se ejercite sin temor a los golpes de estado”.

La paridad  política está concebida como la primera norma que deba dictarse a fin de evitar la guerra por el poder:
“en primer término, la que establezca el equilibrio de los partidos en los cuerpos colegiados, que se ha hecho indispensable para evitar esa prematura y probablemente destructora lucha por el poder”.

La mayoría calificada en las corporaciones, a fin de evitar el control de un solo grupo, desconociendo los pactos o la oposición: 

“para evitar también que el control de las cámaras quedará en manos de uno cualquiera de sus miembros habría que establecer que las decisiones del Congreso se tomaran por una mayoría calificada superior a la mitad más uno”.

El sistema debe ser transitorio porque solo es un remedio y una metodología en el camino de la reestructuración democrática del país.

“surte sus efectos – el Frente Nacional – curativos y eficaces para la pacificación total de  Colombia, creemos necesario que su duración sea siquiera por el término de tres periodos de  Gobierno, es decir, por doce años”.

La carrera administrativa de los servidores del Estado tiene finalidad: Evitar la facultad omnímoda de los gobernantes en el despido y nombramiento de sus colaboradores. Ya no es botín político electoral.
“creación de una carrera de servicio civil que suprima el concepto de que el vencedor pueda alterar de arriba abajo la administración pública”.
Así mismo, había que establecer otro límite al ejecutivo, alcanzando la coalición y cooperación de los partidos: proporcionalidad en el gabinete.

“el  Presidente de la República, al escoger sus colaboradores en el gabinete, estuviera obligado a conservar la proporción  política que tengan los partidos dentro de las cámaras legislativas”.
Se debe de ir a un plebiscito porque “las normas constitucionales fueron alteradas abusivamente por la dictadura” y porque

“una asamblea constituyente seria vista por éste – el pueblo- con la mas grande alarma y se temerían nuevas invasiones sobre los derechos de los ciudadanos”.

Las fuerzas armadas deben recobrar su prestigio perdido en la dictadura, pues, 

“el pueblo debe volver a  confiar, sin recelo, en sus instituciones armadas, que han de ser, como lo fueron, la suprema reserva de la República para aquellos momentos infortunados”.

 Con estas bases los partidos políticos presentaron a la Junta de Gobierno el proyecto de plebiscito, a fin de ser sometido por ésta a la consideración del pueblo  Colombiano.

D. EL PLEBISCITO, REFORMAS Y ADICIONES
Después de Benidorm y Sitges, hubo necesidad de plasmar los acuerdos políticos dentro de normas jurídicas.  El plebiscito vino por el decreto legislativo No 0247 de 1957, y en ese mismo año el artículo 12 del texto unificado, fue sustituido por decreto legislativo No 0251. En el año 59 los actos legislativos No 1, 3 y 4 cambian ciertos aspectos jurídico-políticos de los actos de Sitges y Benidorm y de la constitución plebiscitaria.  Se instaura la alternación de los partidos políticos en la Presidencia de la República; el artículo 7 de la constitución nacional es modificado junto a los artículos 93 y 99 de la carta. Con el acto legislativo No 1 de 1960 el artículo 121 de la constitución nacional alcanza mayor claridad y logra los fines propuestos en el plebiscito sobre responsabilidad compartida.

Veamos a grandes rasgos cada una de estas disposiciones constitucionales, sin olvidar que serán desarrolladas con mayor amplitud en los capítulos siguientes:

1. Decreto legislativo No 247 de 1957.
Trata “sobre plebiscito para una reforma constitucional” y en su artículo único convoca a todos los varones y mujeres mayores de edad, para que expresen si aprueban o no el texto indivisible siguiente:

Su parte introductoria trae estos aspectos:

a) Dios es la fuente suprema de toda autoridad.

b) La religión católica es la de la nación y constituye el elemento esencial de la misma sociedad.

c) Las autoridades públicas protegen y hacen respetar al catolicismo           
d) El pueblo  Colombiano se reúne en plebiscito nacional
La esencia del plebiscito la enmarcamos así:

a) la constitución nacional es la de 1886 con sus reformas hasta el año de 1947 inclusive.

b) igualdad de derechos políticos entre los hombres y las mujeres.
c) de las corporaciones públicas de origen popular:

1. paridad en su composición.
2. mayoría calificada en sus decisiones, excepto cuando ellas mismas así lo determinen en materias especificas.

3. los sueldos de sus miembros serán por reuniones realizadas y no en forma anual.
d) en cuanto a la Corte Suprema de Justicia:
1. paridad en su composición. 

2. ejercicio vitalicio de su cargo.
e) el gabinete ministerial será paritario:
f) referente a los partidos políticos:

1. igualdad entre ellos.
2. amplio y permanente acuerdo en la toma de decisiones.
3. responsabilidad compartida en toda actuación gubernamental, legislativa o judicial.
g) de los empleados al servicio del Estado:
1. sometidos a la carrera administrativa. 

2. prohibición expresa de intervenir en  política. Excepto el ejercicio del sufragio.
3. los nombramientos y remociones en los cargos públicos se efectuaran sin tener en cuenta la filiación  política en las personas.
h) dedicar no menos del 10% de presupuesto nacional en la educación
i) elecciones conjuntas por la primera vez de  Presidente de la República, congresistas, diputados y concejales

j) las futuras reformas constitucionales se efectuarán en base al artículo 218 de la constitución de 1886, sus reformas y adiciones

k) el plebiscito comenzará a regir inmediatamente sea conocido el resultado electoral 
2. Decreto legislativo No 251 de 1957.
“por el cual se sustituye el artículo 12 del texto indivisible sobre reforma a la constitución nacional, sometida a plebiscito mediante decreto legislativo nuecero  0247 de 1957”
a) amplía la paridad  política al concejo de estado. 

b) los consejeros de estado serán vitalicios en sus cargos.
c) tanto en la corte suprema como en el consejo de estado las vacantes se llenarían por el procedimiento de cooptación.
d) la ley reglamenta estos aspectos junto con la carrera judicial.
3. Acto legislativo No 1 de 1959

Trata de la “Alternación de los partidos en el poder”
a) la Presidencia de la República será ejercida alternativamente hasta 1974 por los liberales y los conservadores.
b) el sucesor del  Presidente por falta absoluta o temporales, será de la filiación  política del  Presidente.
c) el designado encargado de la presidencia no está obligado a elecciones presidenciales.
d) si el encargado de la presidencia es un ministro o un gobernador, debe convocar al Congreso a fin de que éste elija al designado.
e) la paridad  política en las corporaciones de origen popular se prorroga hasta 1974 inclusive.
4. Acto legislativo No 3 de 1959

“por medio del cual se modifica el artículo 7° de la constitución  nacional”.

El mencionado artículo 7° hablaba de la división territorial de la República en departamentos,  intendencias y comisarías. Fuera de ellas se podría dividir el territorio “para arreglar el servicio público”, las cuestiones fiscales, militares y la instrucción pública, sin que necesaria mente coincidiera con la división general del territorio nacional.

“Quedó un doble tipo de divisiones: las internas, dentro de cada departamento y las que sobrepasan sus limites. Para las primeras no había restricción de ninguna clase, quedando la posibilidad de verificarlas como mejor convenga al servicio público. Las otras, en cambio, solamente podrán referirse a materias fiscales, militares o a la instrucción pública” (17).

Con el acto legislativo No 3 de 59 se modifico la segunda división interna del territorio nacional, agregando lo relativo al “fomento de la economía”, pues, 

“Las dificultades prácticas eran evidentes y se apreciaron, en toda su intensidad, cuando fué preciso crear corporaciones autónomas para fomento de la economía” (18).

5. Acto legislativo No 4 de 1959.

 “Por el cual se modifican los artículos 93 y 99 de la constitución nacional”.
Decía el antiguo artículo 93 que el Senado estará compuesto “de tantos miembros cuantos correspondan a la población de la República” en una proporción de un Senador por cada ciento noventa mil habitantes y “uno más por toda la fracción no menor de noventa y cinco mil habitantes”. Cuando se realicen censos nacionales y el “aumento de población exceda de quinientos mil habitantes, automáticamente se elevará a cuarenta mil la base de población para la elección de cada Senador”.

El inciso segundo disponía que ningún departamento elegirá menos de tres Senadores “ni menos de los que hoy eligen “.

Hablaba el inciso tercero de las faltas bien sea absolutas o temporales de los Senadores en cuyo caso serían llamados los suplentes.

Trataba el artículo 99 de la composición de la cámara de representantes, a razón de uno por cada noventa mil habitantes y uno más por cada fracción no menor de cuarenta y cinco mil habitantes.  Al aprobarse un censo nacional donde el aumento de población excediere de quinientos mil habitantes automáticamente se elevará a veinte mil habitantes la base de población para elegir representantes.

“En ningún caso habrá departamentos que elijan menos de tres representantes, ni un número menor de los que hoy elige”. Rezaba el inciso segundo.

Por último trataba de la suplencia de los representantes en sus faltas absolutas o temporales llenadas “por los suplentes siguiendo el orden de colocación de sus nombres en la respectiva lista electoral”.

El acto legislativo No 4 de 1959 suprimió la parte pertinente a la variación automática de la población base para elegir Senadores y Representantes al aprobarse censos nacionales “cuando el aumento de población exceda de quinientos mil habitantes “. Conservó intactas las disposiciones restantes.

6. Acto legislativo No 1 de 1960

 “Por el cual se modifica el artículo 121 de la constitución nacional”. 

Dispuso el acto legislativo que al declararse turbado el orden público el  Gobierno convocará al Congreso en un plazo de 10 días. Si no lo hiciere el Congreso se reunirá por derecho propio y permanecerá reunido “mientras dure el estado de sitio”. Estableció un control adicional sobre la constitucionalidad de los decretos dictados por el  Gobierno en uso de las facultades extraordinarias, facultando al Congreso a fin de poder ordenar que los decretos pasaren a la Corte Suprema de Justicia para su estudio, quedando el decreto suspendido si la Corte no se pronuncia en el tiempo establecido por la constitución nacional.

El  Presidente de la República por interpretaciones  al artículo121 de la carta, como lo veremos mas adelante al tratar de las instituciones del Frente Nacional, no estaba obligado a convocar el Congreso a reuniones al decretar el estado de sitio.  A remediar esta anómala interpretación se dirigió el acto legislativo comentado y a acrecentar el cogobierno de los partidos políticos y puntualizar la responsabilidad  política compartida en el  Gobierno del Estado. Por ello se impuso la obligación de convocar a las cámaras a sesiones cuando se decretaba el estado de sitio.

Los apuntamientos anteriores nos han servido para denotar la inestabilidad  política  Colombiana, el ir y venir de una filosofía constitucional a otra radicalmente opuesta, a comprender la inoperancia práctica de las cartas fundamentales en la solución de los conflictos internos del país. Así mismo descubrir la razón de ser el Frente Nacional y su importancia en la  política  Colombiana.  Mostramos la esencia de la institución, su objetivo y las modificaciones generales que sufrió desde el plebiscito de 1957 hasta el acto legislativo No 1 de 1960.

Réstamos ahora analizar el contenido mismo del Frente Nacional y estudiar los mecanismos jurídicos y políticos que rigieron el país desde 1957 hasta la reforma constitucional de 1968.  
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CAPÍTULO III

INSTITUCIONES DEL FRENTE NACIONAL.
 En el presente capítulo analizaremos las instituciones creadas por el Frente Nacional y que sirvieron eficazmente lograr y alcanzar el objetivo propuesto por los creadores de ésta institución única en la vida  política de los pueblos democráticos y sin antecedentes en la historia constitucional  Colombiana.  Ellos son: la paridad  política en los cargos públicos, la alteración de los partidos conservador y liberal en la Presidencia de la República, las mayorías calificadas de los dos tercios de los votos a efectos de constituir el quórum decisorio en las corporaciones públicas de origen popular, la nueva concepción del estado de sitio y por último la transitoriedad del sistema.

A. PARIDAD.
1.  Nociones y contenido.
El principio de la paridad fué dado en Benidorm al hablarse de

“Recomendar a los partidos políticos una acción conjunta… el esfuerzo de los partidos puede restablecer un modo de vivir… la conjunción de los partidos para expresar  el inmenso desagrado… la coalición amplia de los partidos…”

Todo ello a efectos de llevar a la República a los cauces democráticos los cuales se habían roto tiempo atrás.  Y llegar a la “conjunción”  total de los dos partidos políticos implicaba la igualdad entre ambas fuerzas  políticas.  Es la paridad su resultado.  Entendiéndola como un mecanismo en la cual se llega a una igualdad de fuerzas para lograr  Gobiernos de responsabilidad conjunta, esto es, donde la  política y la administración se formulen y desarrollen con base en un acuerdo de los partidos tradicionales (1).  En otras palabras, el repartimiento absoluto y total el poder entre liberales y conservadores.

Se pactó entre liberales y conservadores por ser las dos corrientes políticas mayoritarias, por no decir únicas, en el país. La lucha por el poder político siempre estuvo circunscrita entre conservadores y liberales.  Prueba fehaciente de el anterior acertó la encontramos al observar los datos electorales del país en la elección del  Presidente de la República y composición de las cámaras, publicados por la Registraduría del Estado Civil, bajo el titulo “estadísticas electorales – 19 de abril de 1970”  (2).
La composición de las corporaciones públicas en la historia  política del país, en especial antes de 1945, marcaba la concentración del poder político en el partido mayoritario. Quien obtenía el triunfo electoral conformaba ampliamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos municipales.  Las minorías  políticas, el partido derrotado en elecciones, tenían una ínfima participación del poder derivado de las corporaciones públicas de origen popular.  Participación que fue concedida únicamente en 1910  con el acto legislativo No 3 artículo 14.  Posteriormente la representación de las minorías  políticas fue asegurada  en 1945, con el acto legislativo No 1, al instaurarse el procedimiento denominado cuociente electoral, mas sin embargo, el poder político dependía con exclusividad al partido político mayoritario en elecciones. 

En la rama ejecutiva el predominio pertenecía al partido que personificara el  Presidente de la República y la distribución de los cargos públicos generalmente se efectuó entre los mismos copartidarios sin dar mayor oportunidad al contrario político.  También la rama judicial quedó en manos de la colectividad mayoritaria en el Congreso, por cuanto su designación dependía de las cámaras legislativas, tomando como base terna presentadas por el  Presidente de la República.

Así, pues, el partido político que obtenía el triunfo en las urnas disponía de todo un caudal de fuentes para asegurar el predominio de sus ideas y sus gentes en el Estado.  Estos hechos antidemocráticos originaron las mayorías de las guerras civiles, sediciones y movimientos subversivos en el país, por cuantos los dirigentes regionales o nacionales propugnaban el sectarismo político a efectos de alcanzar el poder o con el objeto de permanecer en él. 

Frente a estos hechos surgió la mecánica paritaria la cual pretendía 

“eliminar el sectarismo del servicio público, al hacer de éste aparato neutral de simple ejecución técnica de la  política, con lo cual se impide que un grupo tome el Estado como  botín de la victoria  electoral, y excluya al otro bando de la participación en el ejercicio de los atributos del poder” (3).

O como bien, mas tarde, diría Guillermo León Valencia.

“esta  política de tan elevada concepción patriótica y Republicana no es fácil implantarla en un país que durante siglo y medio de vida independiente ejercitó sus actividades partidistas dentro de la teoría de que el exterminio del adversario era la mejor  política a seguir” (4).
En Sitges la causa de la paridad fue descrita en razón a obtener:

“el equilibrio de los partidos en los cuerpos colegiados que se han hecho indispensables para evitar esa prematura y probablemente lucha por el poder”.
Comprendiendo el mal enunciado en nuestra  política partidista, éste pensamiento quedó plasmado, junto a la solución propuesta, en el artículo 2°, del plebiscito.
Articulo 2° “en la elecciones populares que se efectúen para elegir corporaciones públicas hasta el año de 1968 inclusive, los puestos correspondientes a cada circunscripción electoral se adjudicarán por mitad a los partidos tradicionales, el conservador y el liberal…”

Cada partido político elegirá en adelante un número igual de miembros al del otro partido en cada corporación pública de elección popular: Senado, Cámara, asamblea y concejos.  Empezaba a ser aplicada la paridad o igualdad numérica de los conservadores y liberales. En ésta forma quedaron los mecanismos indispensables para crear controversias y poder llegar al entendimiento evitando la lucha por curules, dando a todos los departamentos las mismas posibilidades en la obtención de sus representantes políticos, porque es apenas lógico que si ambos partidos se enfrentan unidos y en condiciones igualitarias deben adquirir y ejercer igual poder y decisión de la “cosa pública”.

La paridad no solo llegó a las corporaciones públicas de origen popular.  Hubo necesidad de extenderlas a las demás ramas del poder público.  La Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado serían paritarios, permaneciendo en sus cargos hasta la observancia de mala conducta, o retiro forzoso por edad o la renuncia del magistrado.  Las vacantes serían llenadas por la corporación misma.  Vino el principio de la permanencia vitalicia de los altos magistrados en sus cargos y el sistema de cooptación en su nombramiento. Asegurando una plena autonomía e independencia de la justicia (artículo 12 del plebiscito, artículo 1 del decreto legislativo No 251 de 1957). 
La paridad en la rama judicial no fue contemplada en España.  Es obra de la junta militar de  Gobierno.  Las razones están en el modo como se ejercía la justicia bajo el nombramiento de los magistrados de la corte suprema por la Cámara y el Senado, escogiendo de ternas presentadas por el  Presidente de la República cada cinco años (acto legislativo No 1 de 1945).  Con lo cual la aplicación decorosa de la ley estaba en entredicho y la estabilidad en los cargos era precaria y condicionada.  Este fenómeno de presiones  políticas está claramente dibujado con una demanda de inconstitucionalidad presentada ante la honorable corte de justicia afectando el  Gobierno del general Rojas, donde los magistrados fueron renovados de sus cargos al decidir en contra de los intereses del  Gobierno (5).

En el Consejo de  Gobierno, anterior al denominado Consejo de Estado, operaron los principios ya vistos respectos de la Corte Suprema de Justicia los consejeros eran nombrados por las cámaras legislativas en base a ternas enviadas por el  Presidente de la República cada dos años (artículo 36 acto legislativo No 1 de 1945).  Al entrar en vigencia el plebiscito y su posterior reforma, el Consejo de Estado es paritario, vitalicio en el cargo el consejero y usan el sistema de la captación a fin de llenar las vacantes.

Bajando la escala judicial los jueces de la República serán nombrados en forma tal que los partidos políticos tengan igual número de jueces. Habrá entonces, jueces conservadores y jueces liberales en número idéntico.  La justicia adquiere un cierto color político, pero, pone fin al sectarismo judicial.

La paridad en el gabinete ministerial será la segunda cortapisa al poder omnímodo del  Presidente de la República en la elección de sus inmediatos colaboradores, en miras de la carrera administrativa.  Pensamiento dado en Sitges:

“el  Presidente de la República al escoger a sus colaboradores en el gabinete, estuviera obligado a conservar la proporción  política que tengan los partidos dentro de las cámaras legislativas”.

Y plasmado en el artículo 4° del plebiscito.

Articulo 4° - al constituir su ministerio el  Presidente de la República estará obligado a dar representación a los partidos políticos  en la misma proporción en que estén representados en las  cámaras legislativas”.

La composición ministerial será paritaria, mitad de ministros conservadores y mitad liberales por cuanto el Congreso está formado paritariamente.  Ambos partidos políticos, conservador y liberal, tienen igual número de miembros en las cámaras y esta igualdad se vería reflejada en el campo ministerial.

La paridad menoscabó la facultad presidencial de la libre escogencia de sus colaboradores ya que no podía el  Presidente de la República nombrarlos a su libre arbitrio sino que debían contar los ministros con la aquiescencia de los mismos (6).  Exige que los escogidos por el  Presidente para ser ministros cuenten con el respaldo expreso y continúo de los grupos parlamentarios a más de la confianza del  Presidente de la República (7).
Lógrase así la “conjunción” de los partidos en el poder.  La responsabilidad compartida en el manejo del Estado.  El acuerdo permanente en la toma de decisiones relacionadas con los campos económicos –sociales en miras al bienestar del pueblo y la reconstrucción de la República.

Con el artículo 4° del plebiscito se amplió aun más la paridad, a todos los funcionarios de la administración y demás empleados públicos que no pertenezcan a la carrera administrativa.

“la designación… se hará de manera tal que las distintas esferas de la rama ejecutiva reflejen equilibradamente la composición  política del Congreso”.

En concordancia con el artículo 5° del plebiscito,  Adicionándose en los términos anteriores el artículo 120, ords. 1°, 4° y 5°, de la constitución nacional de 1886 y sus reformas hasta 1947.

2.  Consecuencias. 

La paridad traducida en simples términos de igualdad numérica de los partidos en las corporaciones públicas de elección popular, en la rama judicial y en la administración pública, dejó esencialmente al pasado la encarnecida guerra partidista. En estos términos afirmamos que logró plenamente su cometido.
El entendimiento de los partidos tradicionales llegó a ser una realidad. No en forma plena y total como era deseada, debido a su división interna y a la indisciplina común y general en los marcos partidistas.
Acentuó el bipartidismo, constante en nuestra historia  política, proscribiendo cualquier otra denominación  política en el manejo del Estado. Los cargos públicos, empezando por la Presidencia de la República hasta la menor designación municipal eran con exclusividad para conservadores y liberales.

La responsabilidad en el manejo del Estado estuvo a cargo del conservatismo y del liberalismo.  Los errores y los triunfos son méritos y defectos de los partidos políticos tradicionales en igualdad de condiciones.

Como es lógico, trajo secuelas imprevisibles y naturales al desarrollo mismo del sistema excepcional adoptado en le plebiscito. Agrupemos las principales críticas dadas.

Los dos partidos tradicionales se vieron sometidos a divisiones internas que les restaron cohesión y eficacia dentro del régimen compartido pues, ¿como lograr un entendimiento entre conservadores y liberales si uno de ellos y ambos tenían más de una fracción irreconciliable?
En el campo político partidista es importante notar una gran despolitización de masas, en cuanto la lucha por el poder quedó congelada.  Si se iba a las urnas fuere cual fuere los resultados electoral, los puestos serían constantes e igualitarios. Llevando a los partidos a un constante y metódico alejamiento del pueblo.

3. Desmonte del sistema. 

El Frente Nacional no fué una institución creada para permanecer en la vida  política del país. Fue la solución al problema político en que el Estado se debatía.  Por ello al cumplir su cometido debía desaparecer de las instituciones y con él todos los mecanismos que le sirvieron de sustento.

En 1968, fecha en la cual se había previsto inicialmente la terminación del Frente Nacional, el  Gobierno presentó a consideración de las cámaras legislativas un proyecto de reforma constitucional previniendo la culminación del Frente Nacional y dar paso abierto a los cauces enteramente democráticos en que el país habría de desenvolverse en el futuro.

La paridad, como ya lo anotamos, fue programada inicialmente hasta 1968 para la composición de las corporaciones públicas de origen popular y posteriormente prorrogada, con el artículo 6° del acto legislativo No 1 de 1959, hasta el año de 1974.  La reforma de 1968 creó una situación intermedia en la derogatoria total del sistema paritario en la composición del Congreso, asambleas y concejos.  Dispuso que dejaría de regir en las asambleas y concejos a partir de 1970 y en el Congreso no se aplicaría la regla de la paridad en su composición desde el 1° de enero de 1974 (artículo 50, parágrafo transitorio, acto legislativo No 1 de 1968). 

La rama ejecutiva, según anotamos anteriormente, sería paritaria por cuanto debería reflejar la composición  política del Congreso y estaría conformada entre liberales y conservadores hasta el año de 1974.  El acto legislativo No 1 de 1968, artículo 41, ordenó que “la paridad de los partidos políticos conservador y liberal en los ministerios, las gobernaciones, alcaldía y demás cargos de la administración  que no pertenezcan a la carrera administrativa se mantendrá hasta el 7 de agosto de 1972.  Y con posterioridad a tal fecha “para perseverar con el carácter permanente el espíritu nacional en la rama ejecutiva” los ministros del despacho serán designados  “en forma tal que se de participación adecuada y equitativa al partido mayoritario distinto al del  Presidente de la República”.  Pero si el partido llamado a colaborar en el  Gobierno no acepta puede el  Presidente de la República constituir libremente su gabinete.

Los motivos y razones de la prórroga de la paridad en la rama ejecutiva, la creación del desmonte gradual de la paridad en las corporaciones públicas de orden popular y la nueva figura contenida en el parágrafo único del ordinal 1° del artículo 120 de la constitución nacional vigente, nos los trae brillantemente  expuesto Vidal Perdomo con estas palabras:
“en la cámara de representantes… en virtud de las desconfianzas de los partidos sobre la forma como obraría el  Gobierno vencida la paridad; buscando de otro lado, “un desmonte” gradual de las instituciones del Frente Nacional y queriendo preservar al país de futuros  Gobiernos “hegemónicos” se prolongó en cuatro años la paridad en la rama ejecutiva y se dispuso que pasado éste término el  Presidente de la República daría “participación equitativa” a miembros de partido o partidos distintos  al suyo en la rama ejecutiva y en la administración pública” (8).
La composición paritaria del Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia, no fué derogada expresamente en el acto legislativo No 1 de 1968.  Solamente en el parágrafo transitorio del artículo 83 de la actual codificación constitucional se ordenó que “la derogatoria o reforma por la paridad de los mismos partidos (conservador y liberal) en la Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado”  requerirán “el voto favorable, de los dos tercios de los votos de los asistentes en una y otra cámara” hasta el 7 de agosto de 1978.

B. LA ALTERNACIÓN EN LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA.
1. Contenido y alcance.
Esta institución no fué contemplada en la carta plebiscitaria del 57.  Es fruto del acto legislativo No 1 de 1959, aprobado por el Congreso de la República alegando ejercer las funciones constitucionales de revisión de la carta fundamental.  Donde además de alargar la elección presidencial para los periodos iniciados en 1962, 66 y 70, trató la sucesión presidencial y prorrogó la vigencia del plebiscito hasta 1974 inclusive (artículo 6).

Su objeto está determinado en el mensaje dirigido al Congreso de 1958 por la junta militar de  Gobierno, asi:

“de ésta manera se desvanece todo sentimiento de recelo que pudiera suscitarse entre los partidos y se educa  políticamente al país, habituándolo a cambio de régimen sin perniciosas consecuencias para el orden público” (9).
La alternación perfeccionó, aun más, el sistema bipartidista, de mutuo acuerdo y paritario, creado en el plebiscito.  Así expresaba Alberto Lleras C.  su finalidad: 

“La alternación no hará sino hacer mas fáciles las relaciones de los partidos y, por consiguiente, mas eficaz y sencilla la tarea de gobernar a nombre de los dos y con su contribución idéntica” (10).

O como diría mas tarde Álvaro Gómez H. la alternación se forjó a fin de “preservar la igualdad de trato y de responsabilidad” (11) entre los partidos políticos tradicionales de  Colombia.

Consiste la alternación en la Presidencia de la República en que los futuros mandatarios serían de filiación conservadora y liberal, en forma tal que el uno siguiese  al otro. Es decir,

“el cargo de  Presidente de la República será desempeñado, alternativamente, por ciudadanos que pertenezcan a los dos partidos tradicionales al conservador y al liberal; de tal manera, que el  Presidente que se elija para uno cualquiera de dichos periodos, pertenezca al partido distinto del de su inmediato antecesor” (acto legislativo No 1 de 1959 artículo 1°).

Siendo el cánon constitucional eminentemente transitorio a la par del ordenamiento plebiscitario y comprendiendo tres (3) periodos constitucionales a partir del 7 de agosto de 1962 hasta el 7 de agosto de 1974.   Empezó con un  Presidente conservador Guillermo León Valencia, elegido popularmente al concluir el periodo del doctor Lleras Camargo y termina con un  Presidente también de filiación conservadora en 1974.

La norma en mención asegura el cumplimiento de la misma disponiendo en el segundo inciso del artículo 1°, la nulidad de cualquier otra elección.

“la elección de  Presidente de la República que se hiciere contraviniendo a lo dispuesto en éste artículo será nula (inciso 2°, artículo 1°,  acto legislativo No 1 de 1959).

Contempla el acto legislativo comentado la sucesión presidencial por faltas absolutas o temporales del mandatario en la forma siguiente, modificando sustancialmente los artículos 124, 125 y 127 de carta del 86:

a) el Designado será de la misma filiación  política del  Presidente titular.
b) al no existir Designado ejercerán la presidencia los ministros en el orden prefijado en la ley, pero adecuando la filiación  política correspondiente.  En su defecto serán los gobernadores de departamento, conservando en todo rigor la filiación  política de quien fuera  Presidente titular.

c) el Designado, encargado de la presidencia de la República, no está obligado a convocar elecciones a fin de elegir nuevo  Presidente.

d) pero si es un ministro o gobernador quien ejerce la primera magistratura debe convocar al Congreso, a efectos de elegir el designado para llevar la vacancia presidencial del titular electo.

El  Presidente de la República era reemplazado en la carta del 86 por el Vicepresidente (artículo 124) y a falta de éste por un Designado elegido por el Congreso cada dos años (artículo 125).  Si no hubiese ninguno de los anteriores seguirían los ministros del despacho y los gobernadores según la cercanía a la capital de la República. Mas tarde, como ya lo anotamos en el capítulo I, fue suprimido el cargo de Vicepresidente y Designado en 1905 con el acto legislativo No 5 del mismo año, y las faltas temporales las suplía el ministro designado por el  Presidente  y las absolutas por el ministro nombrado en Consejo de Ministros.  En su defecto los gobernadores suplían al  Presidente (artículo 2 y 3).  El Designado volvió a nuestro ordenamiento constitucional en 1910 con el acto legislativo No 3 y con la obligación de convocar a elecciones presidenciales cuando se presentare la vacancia absoluta de la presidencia.  Los Designados eran dos en total, elegidos por el Congreso cada año.  En la reforma de 1945 la institución del segundo Designado quedó derogada y la sucesión presidencial quedó en cabeza del Designado elegido por el Congreso.  Si las cámaras legislativas no hubieren elegido Designado el cargo de  Presidente de la República será suplido por los ministros según la ordenación de la ley, en su defecto sucederán los gobernadores de conformidad a la ley.

El cambio institucional producido con la constitución plebiscitaria en la elección del primer mandatario

“exige la postulación conjunta de candidatos que personalicen coaliciones bipartidistas y la votación indiscriminada  de los partidos de uno y otro sector por los nombres propuestos” (12).
Por cuanto el  Presidente electo no gobernaría a motu propio, sino en nombre de los dos partidos políticos.  Se da cumplimiento al bipartidismo, ya anotado.  Responsabilidad absoluta y completa de los partidos en el manejo de la “cosa  política”. Un acuerdo fructífera en el desarrollo socio-político Colombiano.  Viniendo a confirmar el pensamiento de Alberto Lleras Camargo:

“del entendimiento que el pueblo refrende con su voto, se desprende con absoluta lógica, que donde no haya paridad a de haber algo equivalente y lo único equivalente es la alternación “(13).

Es un planteamiento previsto para tres periodos presidenciales, pasados los cuales el libre juego democrático surtirá  nuevos efectos frente a la Presidencia de la República.  Prescribe básicamente que no puede ser sustituido el primer magistrado sino por personas de su misma filiación  política.  En los eventos de sucesión presidencial por faltas absolutas o temporales del  Presidente sin haber culminado el periodo constitucional ocupa el cargo de Designado y no requiere elecciones nuevas.  El Designado es elegido por el Congreso.  Asegura, por último, el cumplimiento exacto del precepto con la nulidad de los sufragios emitidos por candidatos de filiación  política que no corresponda al partido de turno.  Si la sucesión la ejecutan los ministros y gobernadores deberán convocar al Congreso a fin de elegir al designado.  Es esta, en definitiva, una síntesis de la alternación de los partidos conservador y liberal en la presidencia de la República.

El acto legislativo No 1 de 1968 no trató la alternación por cuanto el  Gobierno y los congresistas no consideraron oportuno ni conveniente prorrogarla más de lo debido o quitar la institución antes de 1974, como estaba previsto en el acto legislativo No 1 de 1959.  Solamente hizo referencia a la alternación de los partidos políticos liberal y conservador en la Presidencia de la República, para precisar que la derogación o reforma “requerirán hasta el 7 de agosto de 1974 el voto favorable de los dos tercios, de los votos de los asistentes en  una y otra cámara” (parágrafo transitorio, artículo 17, acto legislativo No 1 de 1968).

2. Efectos.

La alternación, junto a la paridad, fue un sistema conveniente y el mejor para desterrar desde sus bases el sectarismo político, racionalizando la lucha por el poder, donde la Presidencia de la República era el más apetecido botín  en la disputa electoral (14).
Tuvo un desarrollo lógico y congruente el principio del  Gobierno compartido, por cuanto no podía dejarse dentro del marco de la competencia partidista la jefatura del  Gobierno. Así, pues, es un complemento eficaz a la  política bipartidista y una consecuencia natural del plebiscito (15). Produciendo el clima de receso y serenidad que era su objetivo.

La institución comentada hizo mas fácil las relaciones entre los partidos políticos y por consiguiente, al decir de Alberto Lleras Camargo, mas eficaz y sencilla la tarea de gobernar a nombre de los partidos, con una contribución idéntica, derivada de la paridad y coadyuvada con la alternación (16).  Logró la pacificación del país, pues redujo al mínimo las oportunidades de conflagración y choque.

Sin embargo tuvo consecuencias negativas, al limitar la libertad del sufragio “que restringe el principio de la representación y mecánica de las mayorías”. Congeló  el resultado electoral que ya se encontraba predeterminado.  El sufragante pudo votar libremente, pero dentro del marco preestablecido por los aspirantes de la filiación  política correspondiente (17).

Las elecciones presidenciales ya no despiertan un fervor político marcado dentro de las masas populares.  Generó una despolitización en cuanto al sufragante se le entrega el candidato y solo puede votar por él o por otro de la misma corriente  política de turno, sin separarse de ella. En caso contrario habrá nulidad de la votación.

Por ultimo marcó cierta desfiguración al sistema de elección directa y popular del  Presidente de la República, ya que la selección del candidato fué el resultado de un acuerdo previo ínter partidista, para luego someter al elegido a una refrendación popular.

C.  MAYORÍAS CALIFICADAS

1. CONTENIDO Y ALCANCE.
La real academia española nos define el vocablo quórum de origen latino, en los siguientes términos:

“Número de individuos necesarios para que tome ciertos acuerdos un cuerpo deliberativo”.

Se indica con ésta palabra el número de miembros pertenecientes a una corporación deliberativa  “cuya concurrencia a la sesión es necesaria para que aquella pueda adoptar decisiones válidas” (18).  Comprendiendo en un sentido más amplio dos concepciones diferentes pero relacionadas entre si, a saber:

a) quórum deliberativo

b) quórum decisorio

El primero de ellos hace referencia al número de miembros necesario a fin de poder el cuerpo deliberativo reunirse y tratar temas propuestos a su estudio.  El quórum decisorio  indica la cantidad de personas indispensables  a fin de tomar decisiones. La corporación podrá reunirse al completar el quórum deliberativo, pero no podrá tomar decisión alguna.  Si la corporación quiere definir los temas que tienes puestos a su consideración requiere, fuera del quórum deliberativo, un número especial de miembros presentes a la sesión, los cuales constituyen el quórum decisorio.

El quórum previsto en nuestra carta a fin de que las cámaras legislativas puedan abrir sesiones y deliberar, está dado en el artículo 70, que a su letra dice:

“articulo 70.  Las cámaras no podrán abrir sus sesiones ni deliberar, con menos de una tercera parte de sus miembros”.

Y el quórum decisorio, objeto de nuestro estudio, deberá buscarse según la materia específica  propuesta a estudio de las cámaras, pues el ordenamiento constitucional prevé distintas mayorías en temas tan  diversos como: 

Aprobar actos legislativos modificatorios de la constitución; conceder amnistías e indultos; rechazo de objeciones presidenciales a proyectos de ley; modificación del régimen electoral; elección de ciertos funcionarios, etc.

Antes de la carta plebiscitaria la mayoría para poder deliberar  era de la tercera parte de los miembros de cada cámara (artículo 70 C. N.).  Norma ésta no modificada en el plebiscito.  Y el artículo 82 de la carta del 86, sustituido por el artículo 12 del acto legislativo No 1 de 1945, estatuye un quórum deliberativo especial a fin de aprobar un proyecto de ley: asistencia de la mayoría absoluta de los miembros que componen la comisión o la respectiva cámara.

La mayoría  decisoria en la aprobación de una ley estaba constituida por la mitad más uno de los asistentes a la sesión respectiva, tal como se desprende del artículo 81, ordinales 1° y 2° de la constitución.  Es la norma general y conforma la mayoría simple, de que hablan los tratadistas.

Además de la anterior mayoría, la constitución menciona la “mayoría absoluta de los votos de los miembros que forman” la comisión y la cámara, a efectos de modificar, derogar o reformar los ordinales 2°, 3°, 4° y 5° del artículo 76 de la carta (artículo 81, inciso 2° C. N.), como también para la reconsideración de un proyecto de ley que ha sido negado en primer debate (artículo 81, inciso 4°, C. N.)  O lo tratado en el artículo 30, inciso 4°, C. N.

Así mismo había una mayoría especial, calificada, de los dos tercios de los votos de cada cámara en los siguientes eventos, entre otros, conceder amnistías e indultos (artículo 120, ord. 23), delegar la instrucción de procesos que deban realizarse en su seno a una diputación, (artículo 97, ord. 4°), resolver las objeciones presidenciales a proyectos de ley, (artículo 88, inciso 2°).

En resumen las mayorías vigentes antes de la carta plebiscitaria eran:

a) quórum decisorio:

1. Mayoría simple. Formada por la mitad más uno de los asistentes a la reunión respectiva.
2. Mayoría absoluta.  Constituida por la mitad más uno de los miembros de la comisión o de la cámara respectiva.

3. Mayoría calificada.  Para los casos especiales de la carta e integrada por los dos tercios de los votos de cada cámara.

b) quórum deliberativo:

Compuesta por la tercera parte de los miembros de la comisión o la cámara.

El artículo 3° del plebiscito modificó la mayoría decisoria introduciendo un nuevo régimen, en los siguientes términos:

“Artículo 3° - En las corporaciones públicas a que se refiere el artículo anterior, la mayoría para todos los efectos legales, será de los dos tercios de los votos; pero el Congreso, por medio de ley votada por las dos terceras partes de los miembros de una y otra cámara, podrá señalar, para periodos no mayores de dos años, las materias respecto de las cuales bastará la aprobación de la simple mayoría”.

Estableció un nuevo quórum decisorio: los dos tercios de los votos, pero el Congreso estaba facultado a fin de modificar la mayoría antedicha, por medio de una ley, en la cual señale las materias que requerirán la simple mayoría absoluta.  Esta ley para su aprobación necesitaba las dos terceras partes de los miembros de una y otra cámara.

Las corporaciones sujetas a ésta norma son las de elección popular: Senado, Cámara de Representantes, Asambleas y Consejos Municipales.

A simple vista la aplicación de la nueva mayoría no tendría problema alguno, pero, como lo anota Álvaro Copete,

“el artículo 3° del plebiscito no fué redactado con suficiente claridad, pues da margen a discutir como han de computarse las dos terceras partes” (19).
Dando origen a dos grandes teorías:

a) las dos terceras partes se computan sobre el total de los miembros de cada corporación.

b) otros sostienen, por el contrario, que el plebiscito solo exige las dos terceras partes de los votos de los miembros de cada cámara, para aprobar la ley que ha de fijar materias con quórum diferente.  En los demás casos rige las terceras partes de los miembros asistentes de cada reunión.

Nuestro Consejo de Estado interpretó la norma en cuestión y afirmó que el texto constitucional plebiscitario solo modificó la proporción numérica de la carta, sin variar las disposiciones relacionadas con la reforma de su cómputo.  Así, pues, al hablar la constitución de mayorías absolutas hace referencias a los dos tercios de los dos miembros que componen la corporación pública; cuando expresa la carta del 86 mayoría relativa deberá aplicarse los dos tercios de los presentes a la respectiva reunión (20).

A pesar de lo dicho por el Consejo de Estado y los exégetas de la carta plebiscitaria, disentimos profundamente de ellos y afirmamos que el cómputo a que hace referencia el artículo 3° del plebiscito, mira esencialmente los dos tercios de los miembros de cada cámara.  Veámoslo.

Leemos en el citado artículo 3° “la mayoría para todos los efectos legales, será de los dos tercios de los votos” (subrayamos)  con lo cual no es del espíritu establecer diferenciaciones entre mayorías absolutas, relativas o calificadas.  Todas ellas serán iguales y  constituyen los dos tercios de los votos de cada cámara o corporación de origen popular.  Si quiere dar diferentes mayorías o cómputos la frase “para todos los efectos legales” no tendría sentido alguno en el texto comentado.  Además al hablar de los votos de cada cámara hace referencia a la composición total de sus miembros y no a una parte determinada de ellos, pues, el espíritu del plebiscito es la igualdad y el permanente acuerdo entre los dos partidos, los cuales irán paritariamente a conformar los cuerpos colegiados.  Lo contrario es deformar la esencia  del entendimiento de los partidos políticos y la razón de ser el acto plebiscitario del 57 (21).
Es más, el mismo artículo 3° habla de la excepción a la regla de los dos tercios de los votos.  El Congreso podrá mediante ley aprobada por los dos tercios de los votos de cada cámara, dice el artículo 3°, señalar materias que requerirán la mayoría simple.  Y en éste caso excepcional exige los dos tercios de los votos de los miembros que conforman cada una de las cámaras legislativas, a fin de aprobar la susodicha ley.  Es conclusión lógica que el deseo orientador en éste tema está informado por el criterio único de los dos tercios de los miembros de las corporaciones públicas (22).

El objeto de las nuevas mayorías esta descrito por Álvaro Gómez H., asi: 

“para impedir la corrupción que significaría que zonas minoritarias de un partido pactaran con las mayorías del otro” (23).

Siendo lo anterior la  política común en nuestro medio y propiciada grandemente con la mayoría de la mitad más uno.  Por ello en Sitges se dijo:

“para evitar también que el control de las cámaras quedara en manos de uno cualquiera de sus miembros habría que establecer que las decisiones del Congreso se tomarán por una mayoría  calificada superior a la mitad mas uno”.

De ésta manera evita el control del Congreso por parte del partido contrario al del  Presidente de la República con la anuencia de uno solo de los de los miembros del partido político en le poder, llegando a paralizar la administración y en muchos casos entorpecer la labor del ejecutivo.
  Siendo, así mismo, una secuencia natural y lógica del sistema paritario,

“puesto que si se hubiera mantenido el régimen anterior de mayorías, los congresistas de un solo partido mas uno de los congresistas del otro, podrían aprobar cualquier ley, sin contar casi con el cincuenta por ciento de los miembros del parlamento” (24).
Y además porque los partidos estarán en igualdad de condiciones y toda decisión en el  Gobierno sería tomada en común acuerdo, y la única manera de mostrar y llegar a él es la anuencia  de los miembros en el Congreso.  Se muestra en el campo práctico por medio de la mayoría de los dos tercios.  Solo cuando hay conjunción ante las necesidades en los medios plausibles que conduzcan a una solución, se llegará a las nuevas mayorías y la responsabilidad conjunta adquiere un verdadero significado práctico.

Es de notar, por último, que el sistema de los dos tercios de los votos no era completamente desconocido en nuestro medio constitucional.   Ya en la carta del 86 se instauró tal mayoría, a fin de lograr ciertos campos institucionales, como la reforma de la constitución, resolver las objeciones presentadas por el  Presidente de la República  a proyectos de ley, o delegar en una comisión del Congreso la instrucción de los procesos por delitos que deba investigar en su seno.

2.  CONSECUENCIAS.

El cometido principal, evitar la toma de decisiones en forma unilateral por un solo partido político, fue alcanzado plenamente. Esta mayoría exigía un entendimiento cabal de las colectividades políticas a fin de lograr y constituir los dos tercios requeridos en la aprobación de un proyecto de ley, o en la toma de decisiones.

Así mismo perfeccionó el sistema paritario y bipartidista por cuanto fusionó los partidos políticos y llevó a un diálogo casi permanente entre los grupos conservadores y liberales.

La responsabilidad conjunta y compartida en el manejo del Estado, como ya lo anotamos, adquirió un contenido práctico.  Las decisiones al ser tomadas por los dos tercios de los votos no podrían ser de una paternidad exclusiva  y determinada.

Las críticas a los dos tercios para lograr una mayoría en el Congreso, las podemos sintetizar en las palabras del  Presidente Carlos Lleras Restrepo, dirigidas al comité de reforma de la constitución en el año de 1965:

“la regla de la mayoría de las dos terceras partes ha acabado por privar a las corporaciones públicas de poder decisorio.  Se la concibió como una manera de buscar el acuerdo de los partidos en el seno de las corporaciones; pero a medida que se dividían las colectividades históricas o se presentaban nuevas situaciones  políticas, la exigencia de una mayoría de esa clase para todas las decisiones y elecciones, tiende a convertirse en el imperio de las minorías inspiradas muchas veces tan solo en el deseo de desprestigiar el sistema del Frente Nacional demostrando su inoperancia” (25).
Porque requería, como todo el andamiaje del Frente Nacional, una disciplina rígida de los partidos.  Al romperse la unidad interna de uno de ellos se acrecentó la dificultad de obtener la mayoría constitucional, entorpeciendo así la labor de los cuerpos deliberativos.

Secuela inevitable fue el  Gobierno permanente en estado de sitio.  El  Presidente de la República al ver la inoperancia del Congreso en la evacuación rápida de los proyectos de ley necesarios para el desarrollo del país, por no reunir las dos terceras partes de los votos en su aprobación, tuvo que apelar a las facultades que le confiere el artículo 121 de la constitución.

3. DESMONTE DEL SISTEMA  

Las mayorías calificadas de las dos terceras partes de los votos de los miembros de cada cámara, asamblea o concejos, a efectos de constituir el quórum decisorio, según el plebiscito, estuvieron programadas para que el control de dichas corporaciones no cayera en manos de zonas  políticas minoritarias o antagónicas al  Gobierno, logrando un cogobierno casi perfecto, derivado de la responsabilidad compartida, la igualdad  política y el permanente acuerdo, principios éstos rectores esenciales del Frente Nacional.

Sin embargo la mecánica de los tercios entrabó el funcionamiento del Congreso y paralizó muchas veces las corporaciones públicas de origen popular.  Por ello el acto legislativo No 1 de 1968, retornó a las antiguas mayorías decisorias de la mitad más uno de los votos de los asistentes a cada reunión, por norma general (articulo 17 del acto legislativo No 1° de 1968).  Así mismo, acentuó el pensamiento de los creadores del Frente Nacional que propusieron un sistema eminentemente transitorio y llamado a desaparecer una vez cumpliera su cometido.

El quórum deliberativo no sufrió modificación alguna.  El artículo 70 de la carta conservó su integridad.  Las cámaras no podrán deliberar ni abrir sesiones sino con una tercera parte de sus miembros.

La mayoría calificada de los dos tercios de los votos quedó como norma excepcional en ciertos y determinados casos, taxativamente señalados en la constitución.  Entre otros podemos señalar el artículo 80, en relación a los planes y programas de desarrollo económico y social del país, cuando se debate cualquier miembro de las cámaras presente ante la comisión especial permanente, una inversión o la creación de un servicio nuevo y la comisión especial acogiere la propuesta por el voto de los dos tercios de sus miembros, será incluido en el programa general presentado por el  Gobierno.  El artículo 83 de la carta, en lo referente a modificar el régimen de elecciones, la derogatoria de la alternación antes de 1974 y de la paridad en el Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia antes de 1978.  El artículo 88, que trata de las objeciones presidenciales a un proyecto de ley referidos a los ordinales 2°, 3°, 4° y 5°, del artículo 76 de la constitución, etc.

D.  EL ESTADO DE SITIO

1.  Nociones Generales

Todo Estado debidamente organizado con instituciones jurídico- políticas más o menos estables, lleva inmerso un orden institucional, que garantiza el desenvolvimiento del Estado.  La estabilidad así surgida configura el orden público, el cual debe ser protegido por el poder político en general y en especial por las ramas en que se encuentra dividido. Así, en nuestro país, la guarda del orden público corresponde al  Presidente de la República como cabeza de ejecutivo y posee las facultades necesarias para conservarlo o restaurarlo si  es turbado.

Al ver vulnerado cualquier faceta del orden público surge la necesidad de su restablecimiento en miras a evitar el derrumbamiento del estado.  Salta entonces el estado de sitio como mecanismo de autodefensa del orden establecido.  O como diría Héctor Charry Samper:

“el estado de sitio no es otra cosa que la forma defensiva que adopta el estado de derecho para evitar, en caso de extremo peligro, la aparición de un estado de facto, o sea, para asegurar la supervivencia de la legalidad en casos de grave turbación del orden público” (26).  

Surge el estado de sitio frente a situaciones anormales e ilegales dentro del mismo Estado, que pretenden generar inseguridad, perturbando el orden instaurado.  Su finalidad es el resarcimiento del orden público atacado o su prevención cuando se presume seriamente una amenaza grave. 

Presupone una legalidad institucionalizada dentro del Estado, por cuanto es la defensa del ordenamiento jurídico y no podría hablarse de estado de sitio si no existiere el estado derecho, ya que el primero supone una constitución en vigencia la cual trata de proteger y asegurar.  Quiérase afirmar que emana de la misma constitución, a fin de que ella tenga una eficacia plena no solo en periodos de paz sino también en casos de grave turbación del orden público.

En  Colombia el estado de sitio ha funcionado dentro de nuestras constituciones más antiguas, facultando al ejecutivo de poderes extraordinarios en salvaguardia del orden público.  Ha tenido como causa la guerra exterior o la conmoción interna, generando una concentración de poder hacia el  Presidente de la República, que ha servido en varias ocasiones como piedra de escándalo de la constitución misma y llegando incluso a su propio desconocimiento.

A partir de 1886 adquiere cierta estabilidad por su escaso uso y en 1910 es reformado por el abuso de su aplicación durante la dictadura de Reyes.  Posteriormente, en 1960, recién derrocado el  Gobierno del general Rojas, el Congreso dicta el acto legislativo No 1 de 1960, por el cual se modifica el artículo 121, consagratorio del estado de sitio.  Ocho años mas tarde y por el implantamiento doctrinario del llamado orden público económico, buscando dar legalidad a  la nueva concepción del estado de sitio y las facultades del ejecutivo dentro de él y tratando de corregir, en parte, el desquiciamiento del estado de sitio, motivó el replanteamiento de la institución, llegando a su cambio formal y de contenido en una manera casi total.

Podemos concluir, que la historia del estado de sitio frente a su tratamiento constitucional se traduce a la clarificación de estos aspectos:

a) motivos originadotes del estado de sitio

b) facultades presidenciales

c) función del Congreso
Los tres puntos que hemos señalado muestran su relevancia en la concepción doctrinaria que inspiró la constitución de 1886 y la reforma planteada en el acto legislativo No 1 de 1960.  En el aparte siguiente, al estudiar el contenido y alcance del estado de sitio, especialmente durante el Frente Nacional, pondremos de manifiesto en forma esquemática la situación  que hemos planteado respecto a la historia del estado de sitio y su tratamiento constitucional.

2. Contenido y Alcance 

Para comprender la modificación sufrida con el acto legislativo No 1 de 1960 en el estado de sitio, y las razones jurídico- políticas que llevaron al replanteamiento institucional de ésta figura jurídica, debemos remontarnos a la carta de 1886 y analizar su artículo 121.  Partiendo de allí es necesario mostrar las reformas que el estado de sitio ha sufrido a lo largo de la historia a efectos de entender las distorsiones surgidas a raíz de la aplicación e interpretación del artículo 121 de la carta fundamental.

Leemos en el artículo 121 de la constitución de 86: 

“articulo 121. – en los casos de  guerra exterior, o de conmoción interior, podrá el  Presidente, previa audiencia del consejo de estado y con la firma de todos los ministros, declarar turbado el orden público y en estado de sitio toda la República o parte de ella.

Mediante tal declaración quedará el  Presidente investido de las facultades que le confieren las leyes, y, en su defecto, de las que le da el derecho de gentes para defender los derechos de la nación o reprimir el alzamiento. Las medidas extraordinarias, o de decretos de carácter provisional legislativo que dentro de dichos límites dicte el  Presidente, serán obligatorios siempre que lleven la firma de todos los ministros.

El  Gobierno declarará restablecido el orden público luego que haya cesado la perturbación o el peligro exterior; y pasará el Congreso una exposición motivadas de sus providencias.

Serán responsables cualquiera autoridad por los abusos que hubieren cometido en el ejercicio de las facultades extraordinarias” (27).

Siendo el texto aprobado por el consejo de delegatarios al ser derrotado el proyecto de Caro y sus fundamentos doctrinales.  Por ello, la mayoría de tratadistas constitucionales sostuvieron que dentro de una lógica  y jurídica interpretación del artículo 121 de la carta, no puede citarse las palabras del señor Caro en defensa del artículo 119 del proyecto presentado en 1886.

Apreciamos las causas originadotas del estado de sitio: guerra exterior o conmoción interna, entendiéndose por tal el alzamiento armado contra las instituciones preestablecidas en la carta.

Requisitos previos a su declaratoria: audiencia del consejo de estado, sin ser obligatorio para el  Presidente acatar las conclusiones emitidas por el honorable Consejo.

Facultades del ejecutivo: se encuentran previstas en la ley. En su defecto operará el derecho de gentes.  El  Presidente ejercerá al mismo tiempo las facultades ordinarias que le corresponden como tal.  La finalidad es la defensa “de los derechos de la nación o reprimir el alzamiento”.

Los decretos dictados son transitorios, de carácter legislativo y requieren la firma de todos los ministros para llegar a ser obligatorios.  Su objetivo esencial: restablecer el orden público o prevenir su quebrantamiento.

El  Gobierno adquiere dos obligaciones necesarias, a saber: declarar la cesación del estado de sitio cuando ha cumplido su cometido  y exponer ante el Congreso las providencias  dictadas durante la emergencia y con una exposición de motivos de cada una.

Surge la responsabilidad por abusos, extralimitación de funciones, de cualquier autoridad en el ejercicio de las facultades extraordinarias. Responsabilidad  política y civil.  La  política se surte ante las entidades  políticas del estado: las cámaras legislativas; la penal y civil, ante los jueces de la República y ante el Congreso, según el funcionario.

El Congreso puede deliberar a pesar de encontrarse el territorio nacional, todo o parte, en estado de sitio, por cuanto no están prohibidas sus reuniones ordinarias; el  Presidente de la República lo puede convocar a reuniones extraordinarias y el  Gobierno no asume la calidad total de legislador y no se encuentra facultado para suspender o prohibir las sesiones del Congreso.

El acto legislativo No 3 de 1910, en su artículo 33, modificó el artículo 121 de la constitución, como una reacción contra la dictadura de Reyes.  Francisco de Paula Pérez nos dice al respecto: “la reacción contra los decretos legislativos, que fueran fundamento principal de la dictadura de Reyes, movió  a los constituyentes a dictar normas de una rigidez y precisión mayores”.  Estas normas modificaron la institución del estado de sitio en el sentido que se expondrá enseguida.

Las facultades del  Presidente de la República adquieren nuevo ámbito.  El ejecutivo operará con el derecho de gentes lo mismo que con las facultades legales.   Ya el derecho de gentes no entrará a regir cuando la ley esté ausente o en su defecto.  “el  Gobierno tendrá además de las facultades legales, las que, conforme a las reglas aceptadas por el derecho de gentes, rigen para la guerra entre naciones”. Reza el inciso 1° del artículo 33.

Expresamente acentúa el carácter transitorio de los decretos expedidos por el  Gobierno al hacer uso de 121.  No derogan las leyes, simplemente suspenden las incompatibles con el estado de sitio y dejarán de regir una vez restablecido el orden público, volviendo la vigencia plena y total la legislación ordinaria.

El Congreso debe reunirse al ocurrir la guerra exterior, por derecho propio o por convocación del  Gobierno, si no estuviere reunido.  Además el ejecutivo debe convocar al Congreso una vez levantado el estado de sitio a fin de rendir informe detallado de sus actuaciones y responder ante él por cualquier abuso.

Álvaro Copete afirma que otra reforma sustancial es la “la exigencia de que los actos que dicte el  Presidente en uso de las facultades del estado de sitio, serán precisamente de carácter general, conclusión en la que atinadamente llega la corte, deduciéndola del hecho e haberse reemplazado la expresión “medidas extraordinarias”.   Por la que actualmente rige, que solo admite que pueda dictarse decretos “(28).
El anterior acierto es confirmado por Hernando Carrizosa Pardo en la exposición de motivos hecha ante la comisión 1 del Senado en 1959,  al presentarse nuevamente la reforma del artículo 121 en las cámaras legislativas (cfr. Charry Samper Héctor.   La reforma del artículo 121 de la constitución, Ob, cit., Pág. 89, T. 1).

El tema de las reuniones del Congreso en estado de sitio no fue clarificado.  Solamente se afirmó la necesidad de convocar a las cámaras en caso de guerra exterior y cuando el ejecutivo levanta el estado de sitio si la causa fuera la conmoción interior.  Quedó un vació aparente que nuestros partidos políticos ahondaron y supieron explotar según los intereses del momento, a efectos de suprimir el Congreso  cuando le fuere adverso.

Una interpretación lógica del articulado y sus antecedentes nos lleva a concluir que el Congreso podía sesionar ordinariamente durante el estado de sitio.  El mandato constitucional que ordenaba al  Presidente a convocar a las cámaras una vez levantado el estado de sitio solo operaba en el evento de que las reuniones ordinarias del Congreso no coincidieran con la época del estado de sitio.  Es decir, si al momento de decretar la normalidad institucional el Congreso no estuviere reunido, el  Presidente de inmediato le convocaba a sesiones.

La fundamentación jurídico-doctrinaria de la reforma la encontramos en la ley 2 de 1904, dictada en desarrollo el artículo 121 de la carta del 86.  En especial la clarificación de la vigencia de los decretos dictados en uso de las facultades extraordinarias;  su efecto frente a la legislación ordinaria; el objeto de los mismos que no puede ser diferente a defender los derechos de la nación o reprimir el alzamiento armado;  y la competencia de la Corte Suprema de Justicia en el estudio y análisis de los decretos dictados por el ejecutivo cuando son demandados por cualquier ciudadano.

Con anterioridad a 1944, tanto políticos como constitucionalistas estaban de acuerdo en el alcance del artículo 121, su contenido y finalidad específica.  La unanimidad del concepto forjaba las facultades del  Presidente de la República al decretar el estado de sitio dentro de un marco preciso, insalvable, lo mismo que las causas originadotas de la situación extraordinaria, así como también el papel desempeñado por las cámaras legislativas durante la situación anormal (29).

Al producirse el célebre 10 de julio brotaron interpretaciones partidistas sobre el estado de sitio, su alcance jurídico y las funciones del Congreso. En base a ella se ampliaron los límites originarios del estado de sitio y sus efectos sobre las reuniones ordinarias de las cámaras legislativas.  Posteriormente la Corte Suprema de Justicia, en sentencia de junio 12 de 1945, adoptó las diformes doctrinas y cambió totalmente la interpretación del artículo 121 de la carta.   El ejecutivo empezó a abrogarse funciones fuera de su orbita institucional relegando poco a poco al Congreso. Una situación  política llevó al traste  con la interpretación anterior del estado de sitio (29).

Posteriormente los complejos sucesos políticos del 9 de abril de 1948 y la dictadura del general Rojas, hicieron prescindir del artículo de 1886 y la reforma del año 10, junto a su doctrina, llegando a serias trastrocaciones a la interpretación y aplicación del estado de sitio, sus causas originadotas, las facultades presidenciales y las reuniones del Congreso (29).

Planteado el problema interpretativo desarticulo 121 en los anteriores términos, y una vez en vigencia el plebiscito del 57, el  Presidente Lleras Camargo, al tomar posesión de su cargo, habló de la necesidad de una clarificación del estado de sitio y la reestructuración acorde con las normas constitucionales recientemente aprobadas.  Dijo en ese entonces el  Presidente:

“En realidad parece necesario que se estudie por el constituyente ordinario, es decir, por vosotros, una reforma sustancial el poder extraordinario del artículo 121, cuyo abuso no ha sido seguramente una de las causas menores de la gran perturbación presente.  Hasta ahora no parece haberse pensado sino en ponerle restricciones convenientes de tiempo y modo a esa facultad que se creó para un tipo de desorden, frecuente cuando se expidió esa legislación: la revolución, el golpe de mano, el alzamiento.  La experiencia de estos últimos años nos ha demostrado otra perturbación que seguramente será la mas frecuente y peligrosa en el futura, y parece necesario estudiar grados de suspensión de las garantías constitucionales, estados diferentes de alerta y de emergencia que no tengan porque llegar a la forma mas dura y por consiguiente la menos perdurable y eficaz en una campaña de pacificación, como el estado de sitio, con la sustitución del derecho común por el indeterminado derecho de gentes” (30).
En la legislatura de 1958 se presentaron varios proyectos de reforma, entre ellos resaltamos el de el doctor Guillermo Santos, del representante Enrique Pardo Parra, un texto unificado de Héctor Charry Samper, Angulo Bossa, Quiñones Neira y Pardo Parra.   En 1959 y ante la insistencia presidencial, los partidos políticos tradicionales firmaron el llamado Segundo Pacto de San Carlos, donde acuerdan las líneas  políticas para la reforma del artículo 121 y presentan un proyecto de reforma contemplando únicamente el problema de las reuniones del Congreso sin detenerse en el esclarecimiento de las facultades presidenciales  ni las causas que puedan servir para decretar el estado de sitio, pensamiento del  Presidente electo y tema de los tratadistas de la época.  En base al proyecto de reforma contenido en el pacto se configura el acto legislativo No 1 de 1960.

Al respecto el pacto de los partidos fijó un 
“acuerdo de las directivas de los partidos liberales y conservadores sobre programa legislativo inmediato del Frente Nacional.

El directorio nacional del partido conservador y dirección nacional del partido liberal están de acuerdo en las necesidades que sea reformada la carta para establecer la alternación de los partidos en la presidencia de la República y modificar el régimen del estado de sitio del artículo 121; consideran adecuado y satisfactorio el texto del proyecto del acto legislativo sobre alternación, aprobado ya en la primera legislatura, y han acordado la reforma del artículo 121 en los siguientes términos:

Articulo. -  el  Presidente de la República no podrá ejercer las facultades de que trata el artículo 121 sin previa convocación del Congreso en el mismo decreto en que declare turbado el orden público y en estado de sitio toda la República o parte de ella, ya sea por causa de guerra exterior o de conmoción interna.  Esta convocación se hará para dentro de los 10 días siguientes a la expedición de tal decreto.  Si el  Presidente no lo convocare, el Congreso se reunirá por derecho propio.  En todo caso permanecerá reunido mientras dure el estado de sitio.

El Congreso por medio de proposición aprobada por mayoría absoluta de una y otra cámara, podrá decidir que cualquiera de los decretos que dicte el  Gobierno, en ejercicio de las facultades extraordinarias del estado de sitio, pase a la Corte Suprema de Justicia para que decida sobre su constitucionalidad.  La Corte fallará dentro del término de seis días, y si asi no lo hiciere, el decreto quedará suspendido.  La demora de los magistrados en pronunciar el fallo es causal de mala conducta.

Las directivas se comprometen solemnemente a presentar al Congreso y a reconocer y defender la reforma del artículo 121 en los expresados términos, y consideran esta enmienda y la de la alternación como complemento natural y lógico del sistema político consagrado por el plebiscito de 1957…”.

Álvaro Gómez Hurtado explica el proyecto en el Senado afirmando que se trata de un simple procedimiento en el cabal ejercicio del 121, impidiendo la acumulación de poder en manos del ejecutivo.  El Congreso está facultado, con la reforma, a efectos de provocar el pronunciamiento de los jueces cuando considere que el ejecutivo viola la constitución al ejercer las facultades extraordinarias.

“proponemos que se establezca un procedimiento, no una modificación  del artículo 121, sino un procedimiento para su ejercicio que le signifique al país que hay un cambio de mentalidad en la manera de aplicarlo.  Con este proyecto se le da al Congreso la facultad de buscar, de provocar, la decisión de los jueces.  ¿Sobre que? ¿Sobre actos propios del poder ejecutivo?  No.  Sobre actos que le correspondían al legislativo y que los ha asumido el poder ejecutivo en función del artículo 121… De manera que no hay supremacía del legislativo sobre el ejecutivo, sino simplemente una facultad de inspección…” (31).

Uno de los problemas del estado de sitio consistió en la pugna contra el ejecutivo y el legislativo, frente a las funciones que cada uno debía desarrollar.  La reforma soluciona el impasse dando la facultad de inspeccionar, vigilar, al ejecutivo por parte de las cámaras, en miras a la conservación e integridad de la carta.  Pero en caso de pugna solo la Corte Suprema podría decidir la discrepancia.

Con la reforma, como bien lo explica Darío Echandia, “no se pone ninguna traba, no establece ninguna limitación” para que el  Gobierno pueda decretar el estado de sitio.   El ejecutivo sigue siendo el árbitro en la apreciación de los hechos y circunstancias que envuelven la turbación del orden público.  La declaración es única del  Gobierno.  La responsabilidad del  Gobierno en manera alguna se ha variado (32).  Todo lo propuesto es un procedimiento claro y sencillo de vigilancia por el Congreso hacia los decretos legislativos del  Gobierno.

El contenido de la nueva reforma constitucional está reducido, entonces, a lo siguiente:

a)  Obligación del  Gobierno para convocar al Congreso cuando decrete el estado de sitio por cualquiera de los dos motivos: guerra exterior o conmoción interna.

b)  La convocatoria se ejecuta en el mismo decreto en que declara la turbación el orden público se dispone para dentro de los diez días siguientes.

c)  Las cámaras se encuentran facultadas a efectos de reunirse por derecho propio si el ejecutivo no las convocare.

d)  El Congreso goza ahora de la facultad, mediante mayoría especial, de acusar ante la Corte de los decretos legislativos del ejecutivo.

e)  La Corte tiene tiempo perentorio para fallar, seis días, pasados los cuales los decretos dictados dejarán de regir y este comportamiento de los magistrados es causal de mala conducta (33).

Es de aclarar que el Congreso no puede derogar, ni suspender, ni destruir ninguna de los decretos del ejecutivo.  Esta facultad está dada a la Corte Suprema de Justicia, como bien lo dice Darío Echandia.

3. EFECTOS

La institución comentada logró dar un mayor afianzamiento a la paridad  política y al principio de responsabilidad compartida en el  Gobierno del Estado por los partidos políticos, el conservador y el liberal, por cuanto el funcionamiento conjunto del Congreso y el ejecutivo durante el estado de sitio, llevaba implícito un  entendimiento de las dos ramas del poder público a efectos de una mejor solución al problema que se presentaba.  Hubo, por así decirlo, una responsabilidad del legislativo por las medidas que tomó el ejecutivo para prevenir o conjurar las crisis que llevaron al estado de sitio al estado  Colombiano.

Solucionó, la reforma de lo año 60, el problema doctrinario de las reuniones del Congreso durante el estado de sitio, al prescribir la obligación del  Presidente de la República de convocar a sesiones a las cámaras legislativas toda vez que decretase el estado de sitio en todo o parte del territorio nacional.

Precisó así mismo en forma terminante que el ejecutivo no podría hacer uso de las facultades derivadas del estado de sitio para entorpecer las sesiones del Congreso o clausurarlo. Así remedió el impasse político presentado en 1944 con la interpretación extensiva que se hizo del artículo 121 como ya lo anotamos.

Apareció un nuevo tipo de sesiones del Congreso, denominadas por Luís Carlos Sachica especiales, a diferencia de las ordinarias y de las reuniones extraordinarias, expresamente reguladas por la constitución. Las nuevas sesiones del Congreso ampliaban la función específica de las cámaras, en cuanto quedaban facultadas para promover el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia sobre los decretos legislativos dictados por el  Presidente de la República, cuando consideraban que eran inconstitucionales.

En consecuencia derivadas de las nuevas sesiones del Congreso, notamos que durante el Frente Nacional, hasta 1968, el Congreso tuvo la característica de ser permanente, pues durante esos años se gobernó al país en estado de sitio.  Con lo cual las sesiones especiales pasaron a ser casi ordinarias.

La mayor deficiencia de la reforma comentada consistió en llevar al Congreso a reuniones permanentes, dificultando la labor legislativa ordinaria, pues, los congresistas enfrascados en polémicas  políticas en aras al control del ejecutivo, desatendieron sus funciones específicas. 
Y también generó un control constitucional nuevo y superfluo, en cabeza de las cámaras legislativas. Es nuevo, por cuanto se le dió al Congreso la revisión y estudio de las normas dictadas por el Ejecutivo, la cual la tiene la Corte Suprema de Justicia y podría ser superflua, por cuanto los ciudadanos en particular pueden ejercer la acción de inconstitucionalidad prevista en los artículos 214 y 215, en cualquier momento.  
La reforma de 1960 dejó sin solucionar el tercer problema del estado de sitio, a saber, las facultades presidenciales y su ámbito de acción una vez decretada la emergencia.  El silencio en esta materia conllevó un nuevo desquiciamiento del orden constitucional, por cuanto el  Presidente de la República al actuar, bajo la interpretación extensiva que se había dado al estado de sitio, fue desbordando poco a poco su ámbito jurisdiccional y llegó a legislar en todas las materias y campos de la vida nacional.

El desplazamiento sufrido por el Congreso y el surgimiento de la teoría del orden público turbado por causas económicas  o sociales y no solo por la guerra exterior o el alzamiento armado, fueran las causas principales en la reforma del artículo 121 de la constitución en el año de 1968.  En ésta última modificación al estado de sitio, las sesiones del Congreso durante la emergencia que llevó la declaratoria del estado de sitio no son incompatibles con tal situación excepcional y el ejecutivo no está obligado, como era en 1960, a convocar a sesiones “especiales” a las cámaras legislativas cuando hace uso de las facultades extraordinarias, salvo al presentarse la guerra exterior.

E.   TRANSITORIEDAD

El Frente Nacional fue programado en el tiempo a fin de llegar a un desarrollo democrático del país. Desde sus inicios se planteó el tema de la vigencia institucional el plebiscito, por cuanto, no era un sistema definitivo para regir la vida nacional, sino un medio encaminado a la pacificación del país.  

Por ello en Sitges se dijo:

“Para que tal enmienda a la carta, con obvio carácter transitorio surta sus efectos curativos y eficaces para pacificación total de  Colombia, creemos necesario que su duración sea siquiera por el término de tres periodos de  Gobierno, es decir por doce años”.

Acentuando una vez más el objetivo esencial del sistema Frente Nacionalista: la pacificación del país y su carácter transitorio, el cual se pensó fuere para dirigir al Estado por doce años consecutivos. Pasado el periodo previsto la nación podrá seguir en las vías democráticas del libre juego.

Álvaro Gómez confirma nuestro aserto:

“La transitoriedad del régimen es una de sus características esenciales.  No se presentó nunca como una solución definitiva, sino como un modus vivendi.   Quienes entonces éramos jóvenes en el partido conservador, quisimos que fuera mas bien un modus faciendi, una manera de aprovechar las energías que antes consumía el sectarismo, en una veloz y valerosa transformación  del país” (34).

Sin embargo, no todo el sistema nacido del plebiscito estaba llamado a desaparecer.  Hay ciertas normas institucionales que desde su origen se establecieron para seguir vigentes en el Estado, a menos que, por una reforma constitucional sean borradas de la carta o menguadas en su existencia.  Tales fueron:

1. La religión católica es la de la nación  Colombiana. Las autoridades públicas deben proteger y hacer   respetar al catolicismo (decreto 247 de 1957). 

2. Las mujeres tendrán los mismos derechos políticos que los hombres (decreto 247 de 1957).

3. Carrera administrativa para los funcionarios públicos (articulo 5° del plebiscito).

4. Principio de cooptación al proveer las vacantes presentadas en la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado (decreto 251 de 1957).

5. Inamovilidad de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, mientras observen buena conducta o no lleguen a la edad de retiro forzoso o renuncia voluntaria del cargo (articulo 12 del plebiscito decreto 251 de 1957).

6. Destinar no menos del 10% del presupuesto nacional a planes y fomento de la educación (decreto 247 de 1957).

7. Compete a la ley organizar la carrera judicial y reglamentar las normas de que trata el artículo 12 del plebiscito y el decreto 251 de 1957. 

8. La división del territorio nacional será conforme al acto legislativo No 3 de 1959.

Al cumplir la finalidad u objetivo del Frente Nacional, a saber, la pacificación del país, y dentro de los términos prefijados, las instituciones creadas en el plebiscito desaparecerían de la vida jurídico- política del Estado  Colombiano, junto con los principios rectores, como el bipartidismo, el mutuo acuerdo, la igualdad de los partidos tradicionales y la responsabilidad conjunta en el manejo del estado.  Veámoslo:

1. La paridad en las corporaciones públicas de origen popular llega hasta 1968 según el artículo 2° del plebiscito, pero, con la reforma sufrida mediante el artículo 6° del acto legislativo No 1 de 1959, la paridad en la composición del Congreso, asambleas departamentales, concejos municipales “regirá hasta el año de mil novecientos setenta y cuatro inclusive”.

Con la reforma de 1968 cambió fundamentalmente la paridad de dichas entidades.   Se estableció un “desmonte” gradual y progresivo de ellas, de tal manera que entraría el país a una etapa transitoria antes de 1974, donde definitivamente dejaría de regir la paridad en las corporaciones públicas mencionadas.

Asi, el artículo 50, parágrafo transitorio, del acto legislativo No 1 de 1968, ordenó que la paridad en la composición de las asambleas departamentales y en los concejos municipales dejara de regir a partir del  1° de enero de 1970.   En las elecciones para Congreso de la República a partir del 1° de enero de 1974 no se aplicará la regla de la paridad en la composición del Senado y de la Cámara de Representantes.

2. La rama ejecutiva, según el plebiscito, debería reflejar la composición  política del Congreso, por ello se estableció la paridad en los cargos de la administración pública, por cuanto el Congreso, era paritario.  Así, pues, la regla transitoria de la paridad en la administración pública regiría en el país hasta que la composición del Congreso fuere milimétrica entre liberales y conservadores, es decir, hasta 1974.

Sin embargo el acto legislativo No 1 de 1968, artículo 41, ordenó en su parágrafo único que “la paridad de los partidos conservador y liberal en los ministerios, las gobernaciones, alcaldías y los demás cargos de la administración que no pertenezcan a la carrera administrativa, se mantendrá hasta el 7 de agosto de 1978”.   Con lo cual hubo una prórroga en el sistema paritario en los cargos de la administración pública que no forme parte de la carrera administrativa, por 4 años más de lo previsto en el plebiscito de 1957.

3. La alternación de los partidos políticos,  conservador y liberal, en la Presidencia de la República, como ya lo anotamos, estuvo determinada para tres “periodos constitucionales comprendido entre el siete de agosto de mil novecientos setenta y dos y el siete de agosto de mil novecientos setenta y cuatro “(acto legislativo No 1 de 1959, artículo 1°).  Al llegar el año 74 la alternación desaparece de las instituciones  políticas del país.

4. Las mayorías calificadas de los dos tercios de los votos de conformidad al plebiscito de 1957 regirán como quórum decisorio de las corporaciones públicas de origen popular hasta el año de 1974 (articulo 3 de l plebiscito y artículo 6 del acto legislativo No 1 de 1959).  El acto legislativo No 1 de 1968 derogó las normas constitucionales mencionadas y desde su vigencia entraron a regir las mayorías simples, absolutas y calificadas, según el ordenamiento constitucional anterior a 1957, el cual hemos estudiado anteriormente.

Asi, pues, al cumplirse los términos previstos en la constitución plebiscitaria el sistema del Frente Nacional dejará de regir en sus fundamentos esenciales.  Es esta la base jurídica y  política de la reforma constitucional  realizada en 1968, donde se acentuaron las facultades del ejecutivo en miras a una mayor intervención del Estado en los diferentes campos de la vida pública y se devolvió la normalidad democrática en las instituciones  políticas al país.
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CAPÍTULO IV

ALGUNOS PRINCIPIOS POLÍTICOS
A. LOS DERECHOS  POLÍTICOS DELA MUJER

 1. Del sufragio en general

El Estado democrático está fundamentado por un proceso político en cual las elecciones corresponden a las discusiones mas importantes por el poder  político; en ellas son elegidas las personas que asumen la representación  política de una sociedad, con un derecho  electoral universal, directo, libre, igual y secreto.  Un sistema electoral, como el descrito, se da dentro de un Estado cuya organización es democrática. En las dictaduras las elecciones0 no son una posibilidad de libre decisión sino solo una confirmación (1).

Las elecciones son, por consiguiente, el sistema  político por el cual los ciudadanos de un Estado seleccionan y eligen a sus representantes y donde se dirime, en una forma pacífica, la lucha por el poder  político de una sociedad.  Esta lucha por el poder tiene que ordenarse y la expresión del ordenamiento es el derecho electoral, que siempre está cimentado en la ley electoral correspondiente y de cada Estado en particular.  En otras palabras, el pueblo de un Estado democrático es la fuente del poder  político, y es el pueblo quien elige y decide con respecto a la distribución del poder  político. El medio para ello es la elección y la forma de realizarse la establece el derecho electoral (2).

Surgen, así, las bases jurídico- políticas de la ley electoral, a efectos de alcanzar la finalidad específica ya mencionada.  Las condiciones o notas son:

a) Universal

b) Directa

c) Libre

d) Igual

e) Secreta

Universal porque básicamente deben participar todos los ciudadanos en las elecciones.  No debe existir limitación alguna entre los ciudadanos, a efectos de restringir el voto, observando los ingresos, o situación económica de la persona, si paga o no impuestos, el tipo de estudios, religión, raza, posición social, sexo, etc. 

Directa por cuanto en un sistema democrático el elector determina a su representante  político.  El ciudadano debe quedar asegurado que él puede elegir a su candidato directamente.  No requiere de intermediarios o terceras personas en el ejercicio del sufragio. Es decir, el voto depositado en las urnas va a determinados y definidos candidatos, sin que después, terceras personas seleccionen al candidato.  Una excepción la encontramos en el sistema electoral de los Estados Unidos de Norteamérica donde el candidato a la primera magistratura debe obtener un cuerpo de electores a fin de que éstos le designen en el cargo.

El concepto de elecciones libres implica que el  “elector al ejercer el sufragio pueda ejercer su verdadera y legítima voluntad, lo que significa que todos pueden ejercer su derecho electoral sin coacción ni otras influencia”  (3).  Conlleva, pues, que el elector no esté determinado a ejercer el sufragio por presiones económicas, físicas o morales.  Es decir, la decisión del ciudadano en la urna electoral debe ser consciente y espontánea.

La característica de igualdad en la elección indica que toda persona con derecho a votar recibe el mismo trato y que elector dispone de la misma fuerza electoral.  Supone, entonces, que cada voto tiene el mismo valor numérico y así mismo, igualdad en su valor político.  Por último requiere un tratamiento uniforme de todos los partidos, grupo de electores y candidatos por las autoridades electorales.

La elección ha de ser secreta para poder garantizar la libertad de la misma.  Implica que ninguna persona pueda conocer el voto de un elector en el momento en el cual ejerce su derecho electoral.

Podemos concluir con Thesing:

“No es tan importante tener una ley electoral jurídicamente perfecta o no, porque la función del derecho en el Estado democrático es democrática.  Los reglamentos jurídicos en realidad solo deberán expresar y ordenar legalmente lo que siempre tiene que valer como condición básica: solo se puede hablar de elecciones verdaderamente democráticas cuando el comportamiento democrático de los ciudadanos, los partidos, y de los candidatos y de los Estados mismos realmente permita una decisión justa, honesta e irreprochable, que tiene que descansar en el principio de la competencia entre diversos grupos y partidos” (4).

Es de anotar que el ejercicio del sufragio en las democracias occidentales está destinado con exclusividad a los ciudadanos de un Estado.  La ciudadanía implica necesariamente la existencia de un vínculo  político entre la persona y el Estado.  El requisito para obtener la ciudadanía es el ser nacional.  Concluyendo que no todo nacional es ciudadano, pues, la ciudadanía es la característica en el ejercicio de los derechos  políticos, reservado a los nacionales.  “la nacionalidad es vínculo creado entre el individuo y el Estado, y que regula sus obligaciones recíprocas” (5).

Las legislaciones en particular determinan quienes son nacionales y quienes ciudadanos, pidiendo ciertos requisitos al ejercicio de la ciudadanía y en especial cuando se ejerce el derecho del sufragio. 

 Así mismo, establecen las obligaciones y deberes de cada una de las calidades anotadas anteriormente.

2.  Del sufragio en Colombia.

En nuestro país la universidad del sufragio no tuvo un desarrollo completo en las primeras cartas fundamentales. Solo con el plebiscito de 1957 alcanzó pleno significado el derecho electoral con las características anotadas, porque como bien anota Gabriel Melo:

“Los derechos  políticos y la plenitud de su ejercicio han sido conquistados difícilmente por los pobres y las mujeres” (6).

La carta de 1821 no definió quienes eran ciudadanos.  Habló de sufragantes y electores estableciendo requisitos diferente para cada uno de ellos;  los podemos resumir en condiciones de sexo (la mujer no podría llegar a ser sufragante o elector), posición social, ingresos económicos, educación (el elector debía saber leer y escribir), así mismo edad (ser mayor de 25 años).

Con la constitución de 1830 para ser ciudadano era necesario ser colombiano, casado o mayor de 21 años, saber leer y escribir, tener finca raíz cuyo valor fuere superior a $ 300, y en su defectos ejercer alguna profesión o industria productora de renta anual no inferior a $ 150, quedando excluidos los sirvientes, domésticos, jornaleros y las mujeres ( artículo 14).

En 1832 se define la ciudadanía con el artículo 8° conservando los delineamientos del año 30.  La carta del 43 da la ciudadanía a los varones mayores de 21 años que supieren leer y escribir y con propiedad  raíz o rentas determinadas.   En la constitución de 1853 surge el voto directo en la elección de cuerpos colegiados y Presidente de la República, para los varones mayores de 21 años o a los varones que estén o que hayan sido casados.  La carta de 1863 no definió la ciudadanía y el derecho de  elegir y ser elegido debía ser reglamentado por los Estados Federados, a quienes correspondía todo lo electoral (7).

El artículo 15 de de la Constitución de 1886 dispuso:

“artículo 15. – son ciudadanos los colombianos varones mayores de veintiún años que ejerzan profesión, arte u oficio, o  tengan ocupación lícita y otro medio legítimo y conocido de subsistencia”.

Sin embargo el artículo 172 estableció que para elegir Representante, fuera de ser ciudadano era necesario leer y escribir y o tener renta anual de $ 500.00 o propiedad raíz de $ 1.500.00.  La elección de Senadores estaba a cargo de las Asambleas Departamentales (artículo 175) y el Presidente de la República era designado por un cuerpo de electores (artículo 174).

Así, pues, hubo un retroceso.   No solo en el concepto de ciudadanía sino en que, además de ésta, se establecieron otras  condiciones para algunas elecciones fueran directas y otras se volvieron indirectas, al decir de Fernández Botero (8).

La Asamblea Constituyente de 1910 mantuvo el sistema y diminuyó en $ 300 la renta anual, y en $ 1.000 el valor de la propiedad raíz.  La ciudadanía era un privilegio aun de los varones y en la elección para ciertos puestos públicos era de los acaudalados.  La norma rigió hasta 1936.

La mujer colombiana empezó a figurar en el derecho público y en especial en cuestiones electorales, aunque tímidamente en 1936, donde se facultó a la mujer mayor de edad para poder desempeñar empleos que llevasen anexa jurisdicción y autoridad, en las mismas condiciones que para desempeñarlos exige la ley a los varones. Sin embargo no obtuvieron la ciudadanía, la cual se reservó exclusivamente a los colombianos varones mayores de 21 años, sin pedir el lleno de otros requisitos.  Adquirieron las mujeres uno de los derechos  políticos: desempeñar cargos públicos con jurisdicción o autoridad, sin ser ciudadanas.

La reforma de 1945 les otorgó la ciudadanía pero no con todas sus incidencias, pues, “la función del sufragio y la capacidad para ser elegidos popularmente se reserva a los varones” (9).  Así, el avance consistió en que la mujer podría ser elegida, pero no popularmente, para cargos que tuvieran anexa jurisdicción o autoridad, pero son ciudadanas.

Siguiendo a Copete Lizarralde afirmamos:

“La enmienda de aquel año ciertamente no fue técnica.  Si se extendía la ciudadanía a la mujer, lógicamente se debió desde entonces otorgársele la función del sufragio, que es el más importante de los derechos  políticos.  Mejor estructura tenía la disposición de 1836, en la cual se otorgaba a la mujer un derecho de los ciudadanos” (10).

En el régimen de facto del General Rojas Pinilla, iniciado en 1953, se configuró una Asamblea Nacional Constituyente, en 1954, que dio a la mujer la plenitud de los derechos  políticos, sin embargo el derecho al sufragio no lo pudo ejercitar en ese entonces, por no convocar  a elecciones el régimen imperante.  El plebiscito de 1957 reconoció la constitución de 1886 y sus reformas hasta 1947, como la carta fundamental de Colombia, dejando las reformas posteriores, por ello, en su  artículo 1 dispuso que “las mujeres tendrá los mismos derechos  políticos que los varones”, y de hecho les concedió el sufragio al llamarlas para que ratificaran el plebiscito.

Así culminó la universidad del voto y la mujer pudo entrar, en forma igual a los varones, a participar en la vida  política del país.  Con lo cual, la democracia colombiana, durante el proceso  político de las elecciones, logró el acercamiento a la idea democrática del derecho electoral hasta el año de 1957.

B. – DESARROLLO EDUCATIVO.  
Nuestra Carta consagra la gratuidad de la educación primaria al pie de la libertad de enseñanza.  Es la obligación la educación primaria en las escuelas y colegios oficiales y se debe garantizar con medios idóneos el ejercicio de la libertad de enseñanza y de cátedra.  Con lo cual se cumple uno de los requisitos para la existencia de un sistema  político democrático, estructurado en un nivel mas o menos amplios de cultura, a efectos de dar elasticidad a los electores frente a varias posiciones  políticas, al ejercer el derecho del sufragio.

La carencia de cultura general fue, quizás, en nuestro país, uno de los mayores males del Estado y la causa mas profunda en la generación de la violencia e inmadurez  política vivida antes de la creación del Frente Nacional.  Los problemas educativos estaban en la falta de escuelas, ausencia de profesores y maestros idóneos y en los planes básicos de educación, generando limitaciones en las oportunidades de asistir a un centro docente.  La situación era crítica en las zonas rurales en comparación con los centros urbanos.

En el año 1958 solamente funcionaban 17.738 escuelas primarias, de las cuales 15.545 eran oficiales.  Casi las dos terceras partes de éstas escuelas (10.733, o el 61%)  ofrecían uno o dos años de estudios.  Existían 23 universidades distribuidas en 14 públicas y 9 privadas.  La asistencia a las aulas ascendía a 1.489.672  alumnos en las escuelas primarias, 192.152 estudiantes en secundaria y la educación universitaria escasamente llegaba a 19.011 alumnos.  El resultado, para dar una mirada general al problema educativo del país por ese entonces, era un crecido número de presuntos de estudiantes que no pudieron matricularse por falta de cupo.

Se calculó que en 1961 habían sido rechazados 131.950 aspirantes en todos los niveles, la mayoría pertenecientes a la primaria.  Y si acumulamos las cifras anualmente el resultado es monstruoso, por cuanto el aumento de población en relación al crecimiento y expansión de la educación, escuelas y colegios, es realmente superior (11).

El déficit en la educación en el país está reflejado en el alto grado de analfabetas.  Así, en el censo nacional de 1951 existía un 42.5% de analfabetas cuya incidencia principal la encontramos en la carencia de personal calificado técnicamente para laborar en fábricas, industrias, comercio y aun en la misma administración pública.

La Junta Militar de Gobierno en las sesiones de las Cámaras Legislativas de 1958 reconoció el adverso panorama educativo del país, el cual hemos descrito someramente, y planteó una solución eminentemente presupuestal, asi: ”El Gobierno de la Junta Militar, convencido como está de que buena parte de los problemas que ha padecido el país tiene su origen en la ignorancia del pueblo, consideró que una de sus obligaciones ineludibles era la de romper el muro de las dificultades y asegurarle a la educación pública una renta superior a la muy modesta que siempre figuró en los presupuestos” (12).

Y la solución propuesta por la Junta Militar fue destinar el 10% del ingreso nacional al ramo educativo.  “En desarrollo de esta  política el gobierno incluyó en el proyecto de reforma constitucional… la disposición que destina una suma obligatoria del 10% del ingreso nacional” al fomento de la educación primaria, secundaria y universitaria (13).

Este proyecto pasó a formar parte del Plebiscito de 1957 en su artículo 11. Donde además se dispuso que empezaría a regir tal disposición, a partir del primero de enero de 1958.  En esta forma se estableció una limitación a la facultad del Presidente de la República en la elaboración del presupuesto nacional, por cuanto ineludiblemente debía destinar el 10% de los ingresos nacionales al desarrollo de la educación primaria, media y universitaria.  Es de notar que esta norma constitucional, carece de toda técnica jurídica por cuanto consideramos que las normas constitucionales tratan de la organización del Estado y del funcionamiento del poder  político.  Debería ir, la disposición en cuestión, dentro de la normación de la Ley de presupuesto nacional y su respectivo reglamento, donde se marcan las pautas a seguir en la destinación del erario público.

C. –  CARRERA ADMINISTRATIVA  

1.  Contenido y Alcance
La administración pública,  al decir de J. Valderrama, estaba concebida como el principal botín de las luchas partidistas en el Estado Colombiano, rompiendo en ésta forma la estabilidad de la administración y la permanencia del personal técnico al servicio del Estado (14).  La sucesión de los partidos  políticos en el Gobierno llevaba al cambio casi total del personal administrativo, paralizando, la mayoría de las veces, la prestación del servicio público, disminuyendo su eficacia y fomentando la actuación parcializada de los funcionarios (15). 

Frente a ésta anómala situación el acuerdo de Sitges propuso la creación de una Carrera Administrativa a efectos de suprimir “el concepto de que el vencedor  político tiene derecho a los despojos del vencido y alterar de arriba abajo la administración pública”, como un límite al poder del Presidente de la República en la designación de sus subalternos.

“Un primer limite –al Presidente- tiene que ser la urgentísima creación de una carrera de servicio civil que suprima el concepto de que el vencedor  político tiene derecho a los despojos de vencido y alterar de arriba abajo la administración pública sustituyendo todos los empleados por los nuevos favoritos.  La tragedia de cada transición de poder en Colombia ha sido esa, no por la importancia inexistente, del cuerpo de empleados en relación con la población del país, sino porque son empleados o aspirantes quienes promueven la violencia para defender sus cargos o la desatan para adquirirlos” (Pacto de Sitges).

Con el único deseo, como se lee en el pacto de Sitges, de:

“Dar garantía constitucional al trabajo administrativo, hacer de esos funcionarios  ciudadanos neutrales en la lucha  política y crear, por fin, una carrera respetable y seria de especialistas en el manejo de los negocios públicos, cuyos deberes no se alteren por los cambios  políticos y cuyo carácter no se envilezca por la solución doctrinaria a todas las situaciones”

Se buscaba, pues, asegurar la prestación del servicio público a cargo del Estado, en forma racional, ordenada, eficaz y rápida.  Eliminar de las luchas partidistas la administración pública como botín electoral.  Por último estabilizar la permanencia de los empleados públicos de la administración en sus cargos, ofreciéndoles mejores remuneraciones, generando canales de ascenso por meritos y antigüedad en el servicio, en aras a la especialización de los funcionarios a través de la carrera administrativa.

Porque, como bien anota Copete, los “funcionarios públicos deben estar a cubierto de las intrigas de la  política y deban estar seguros de su estabilidad mientras cumplan con sus deberes” (16), a efectos de lograr la tecnificación del servicio público.  Lo contrario acarrea una desorganización de la administración pública y un desvió en la prestación del servicio público, por cuanto, el funcionario canaliza sus esfuerzos hacia una mayor concentración de poder  político y alienta, aumentando, el tráfico de influencias  políticas.

El pensamiento de Sitges quedó plasmado en el artículo 5° del Plebiscito, bajo el siguiente tenor:

“artículo 5° -  El Presidente de la República, los gobernadores, los alcaldes y en general todos los funcionarios que tenga facultad de nombrar y remover empleados administrativos, no podrán ejercerla, sino dentro de las normas que expida el Congreso, para reestablecer y regular las condiciones de acceso al servicio público, de ascensos por méritos y de antigüedad, y de jubilación, retiro o despido”.

El objetivo propuesto con la creación del servicio civil y la carrera administrativa, fue complementado con los artículos 4°, 6° y 7° del acto Plebiscitario.  El  artículo 4°, inciso 2°, determinó que “La designación de los funcionarios y empleados que no pertenezcan a la carrera administrativa, se hará de manera que las distintas esferas de la rama ejecutiva reflejen equilibradamente la composición  política del Congreso”.  Es decir, la paridad  política no operaria cuando hubiese empleados de la carrera administrativa.  En virtud del artículo 6° a los funcionarios públicos de la carrera administrativa el campo  político activista les estaba prohibido con excepción del ejercicio del sufragio.  Y dispuso el  artículo 7° que “en ningún caso la filiación  política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un empleo o cargo público de la carrera administrativa, o su destitución o promoción”.

En esta forma la  política trató de mantenerse aislada de ciertos funcionarios públicos, los de carrera administrativa, con la finalidad de obtener una depuración en la administración pública, garantizando la igualdad de oportunidades a todos los ciudadanos para conformar el servicio civil e ingresar a la carrera administrativa.

Tan altas consideraciones llevaron al Primer Magistrado, Lleras Camargo, a sostener ante el Congreso de 1961, que:

“Otras de las típicas deformaciones de nuestra democracia habrá desaparecido con el implantamiento de la carrera administrativa y la eliminación, para siempre, del odioso reparto de los empleos públicos como despojo para los vencedores de las campañas electorales.

El Departamento de Servicio Civil viene haciendo un metódico trabajo de organización de la carrera que está incorporando a la administración pública a gentes idóneas, sin consideración alguna a sus antecedentes o servicios  políticos, y al mismo tiempo la Escuela de Administración comienza a capacitar por igual a los aspirantes y a los antiguos empleados para que formen un cuerpo de servidores del Estado defendido contra todo abuso, presión indebida a alteración en las esferas superiores de la dirección  política”  (17)

Podemos afirmar, sin temor alguno, que la ideología de Sitges en la comprensión del problema  político en la administración pública fue acertada.  Y la solución planteada, tanto en Sitges como en el Plebiscito, remedio las anomalías administrativas de ciertos funcionarios del Estado, alcanzando plenamente su finalidad ya descrita y aportando a las instituciones nacionales las bases del desarrollo realizado de conformidad a la Reforma Administrativa de 1958 y posteriormente con los nuevos estatutos dictados en  1968.

2. Desarrollo Jurídico.

La Constitución Nacional determina ciertas calidades para el desempeño de determinados cargos públicos.  Las demás investiduras deberán proveerse como determina la Ley.  Así lo encontramos ordenado en el artículo 62 de la Carta:

“artículo 62. -  La ley determinará los casos particulares de incompatibilidad de funciones;  los de responsabilidad de los funcionarios y modo de hacerla efectiva; las calidades y antecedentes necesarios para el desempeño de ciertos empleos, en los casos no previstos por la Constitución; las condiciones de ascenso y de jubilación, o la serie o clase de servicios civiles o militares que dan derecho a pensión del Tesoro público”.

Autoriza, el citado  artículo 62, la creación completa de la carrera administrativa para los servidores del Estado, pero, por las razones ya anotadas, aparte 1. del presente estudio, nunca pudo llevarse a una práctica honesta.  Fue necesario el Plebiscito de 1957 en la implantación de la carrera administrativa.

En virtud de las normas anteriores, en especial las Plebiscitarias, el Congreso de la República profirió la Ley 19 de 1958 y en sus artículos 6 y 19 determinó los lineamientos generales del servicio civil y la carrera administrativa.  Creó el Departamento del Servicio Civil, cuya finalidad era la organización del servicio civil y de la carrera administrativa.  Dispuso la creación de un estatuto orgánico, en el cual se determina la clasificación de los cargos administrativos, régimen disciplinario, remuneración correspondiente a cada cargo, prohibiciones generales y especiales de los funcionarios del ramo, situaciones administrativas de los empleados de carrera, campo de aplicación de la carrera administrativa y la creación de la Escuela Superior de Administración Pública, a efectos de servir como centro docente en la preparación de los empleados administrativos.

Posteriormente el Gobierno dictó el Decreto 1732 de 1960, sobre Servicio Civil y Carrera Administrativa, reglamentado, en lo pertinente, la Ley 19 de 1958.  Aclara quienes son los funcionarios de la Rama Ejecutiva y que integran el servicio civil (artículo 1°).  Determina el procedimiento a seguir  en el nombramiento de empleados públicos, bien sea de carrera administrativa o de libre nombramiento y remoción.   Preceptúa el régimen de prohibiciones de los empleados y funcionarios públicos en el artículo 7 °, 8 ° y 9 °.  Delimita las funciones del Presidente de la República en relación al servicio civil (artículo 10°).   El capítulo II clasifica a los empleados públicos.  La remuneración de los mismos es tratada en el capítulo III.  Y el capítulo IV determina las funciones y operancia de las divisiones de personal.  La Carrera Administrativa es contemplada en el Título II del Decreto citado, y su objetivo está descrito en el artículo 34:

“artículo 34. -  la carrera administrativa tiene por objeto establecer un sistema técnico de administración del personal al servicio del Estado, que en la selección de los empleados públicos no reconozca motivos distintos de sus méritos, virtudes y talentos, ofrezca a todos los colombianos igualdad de oportunidades para el acceso al servicio público, garantice a dichos empleados condiciones de vida satisfactorias, estabilidad y progreso en el trabajo en razón de los méritos y la eficiencia y los ampare con normas adecuadas de previsión social”.

Habla el capítulo II  de éste Título II, de las características de la carrera administrativa, comprendiendo los métodos de selección de personal, requisitos básicos para ingresar a la carrera, nombramiento de funcionarios y de las distintas situaciones administrativas en que se pueden encontrar los funcionarios públicos de la carrera administrativa.  Regula los deberes y obligaciones pertinentes de los citados funcionarios, régimen disciplinario y procedimiento que debe cumplirse cuando se presume la violación de una norma que conlleve la aplicación de una sanción disciplinaria.  Por último contempla el retiro de la carrera administrativa.

Posteriormente el Decretó 1732 de 1960 sufrió modificaciones y fue reglado parcialmente por los Decretos 1017 de 1961, 1969 de mismo año, 962 de 1962, 824 de 1965 y 2285 de 1968, y siendo derogado en su integridad, excepto los artículos 178 y 179, por el Decreto 2400 de 1968, que a su vez sufrió amplias modificaciones con el Decreto 3074 de 1968.  Estos dos últimos Decretos regulan hoy día el servicio civil y la carrera administrativa.

Solo resta para completar el cuadro de los funcionarios públicos una reforma sustancial al Código de Régimen  político y Municipal, el cual ha quedado rezagado en sus normas ante el empuje arrollador de la administración pública, logrado en la Reforma Constitucional de 1968 y la administración del mismo año.

D.  – LA JUSTICIA Y LA  POLÍTICA.

1. Planteamiento  del Problema.

La  política partidista, marco de la esencia y tradición  política colombiana, no solo tocó los campos administrativos y legislativos del Estado, sino que también alcanzó la rama judicial del poder público. La justicia adquirió un color político, como la administración pública, y sirvió eficientemente a las causas  políticas. 

La influencia  política en la rama jurisdiccional del poder público colombiano tiene su origen en la designación y nombramiento de los Altos Magistrados Judiciales.  En el curso de la historia constitucional del país, han intervenido en la escogencia de los jueces las ramas Ejecutiva y Legislativa generalmente en común acuerdo, o, con cierta preeminencia de las Cámaras sobre el Gobierno, generando la mayoría de las veces una dependencia de los Magistrados hacia sus electores  políticos.

Los sistemas de elección o designación de los Magistrados de la Corte los podemos agrupar así:

a)  Colaboración del Presidente y las Cámaras, correspondiendo a éstas últimas la designación de los Magistrados (Constitución de 1821 –Reforma de 1910 y 1945).

b)  Colaboración de las Cámara Legislativas y el Gobierno, donde el Ejecutivo nombra en definitiva a los Magistrados  (Constitución de 1830).

c) Intervención del Consejo de Estado  y la Rama Legislativa (Carta de 1832).

d)  Designación de los Magistrados de la Corte por el Congreso (Carta de 1843).

e)  Elección Popular de la Corte Suprema de Justicia (Constitución de 1853) 

f)  Ratificación del Senado de los candidatos que hubiesen obtenido  mayor número de votos en las legislaturas  de los Estados Federados (Constitución de 1863).  

g)  Autonomía del Presidente de la República en el nombramiento de los Magistrados de la Corte (Carta de 1886).

h)  Sistema de cooptación dentro de la misma Corporación (Plebiscito de 1957). 

En el Consejo de Estado ocurría una situación similar a la vista en relación a la Corte suprema de Justicia.  El Consejo de Estado tuvo origen en la concepción boliviana de la dictadura en 1828, al crear Bolivar un Consejo de Estado.  Al decir de Tascon no era propiamente un Consejo de Estado sino un Consejo de Gobierno, en razón de sus miembros y por las funciones que desempeñaba.  Sin embargo sentemos aquí, en 1828, el origen de ésta Institución consultiva.  Por cuanto antes no existía corporación semejante en nuestras Cartas constitucionales.

La Constitución del 32, estableció el Consejo de Estado, compuesto por siete consejeros, nombrados por el Congreso a pluralidad de votos, según leemos en su  artículo 121.  El periodo de los consejeros duraba cuatro años y eran renovados parcialmente cada dos (artículo 123).  En el año de 1843 un “Consejo de Gobierno”  sustituyó al Consejo de Estado, y estaba conformado por el Vicepresidente de la Republica y los Secretarios de Estado.  Durante el periodo de 1853 a 1886 fue suprimido el Consejo de Estado creado 1828.  En la Carta del 86 este organismo estaba constituido por siete miembros de los cuales, dos eran elegidos por el Presidente de la República, el Senado y la Cámara designaban dos consejeros cada uno de ellos, completando el Vicepresidente de la República el séptimo miembro ( artículo 98. ordinal 2-102, ordinal 3-120, ordinal 5 y 136 de la codificación mencionada).  El acto legislativo No 10 de 1905, en su artículo 1°, suprime el Consejo de Estado nuevamente de las instituciones nacionales. 

Posteriormente la reforma de 1914 reestructura el Consejo de Estado dejando a la ley la designación del sistema por medio del cual  se nombran los consejeros y ordenando al Primer Designado presidir la Corporación.  Durante el Gobierno de López se expide la reforma constitucional de 1945 y allí vemos en el artículo 132 la integración del Consejo de Estado en la misma forma como se elegía a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, durando en sus cargos cuatro años y siendo renovados cada dos años por mitad.

Termina el ciclo con el Plebiscito de 1957, reformado y adicionado, en la materia del presente estudio, por el Decreto Legislativo No 251 del mismo año, estableciendo la cooptación en el nombramiento de los Consejeros de Estado, y permanecía en el cargo “mientras observen buena conducta y no hayan llegado a edad de retiro forzoso”.

Los procedimientos en la elección de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de los Consejeros de Estado, los cuales hemos reseñado someramente, nos ponen de manifiesto la interferencia  política en la rama jurisdiccional del poder público, que por su esencia y en razón de la finalidad específica que cumplen deberán estar al margen de las inestables situaciones  políticas del Estado colombiano.   Esta marcada dependencia  política fue brillantemente expuesta por el Ministro de Gobierno, Lleras Camargo, al explicar el contenido y alcance del proyecto de reforma constitucional propuesta por el Gobierno de Alfonso López a consideración del Congreso, con estas palabras:

“Las corporaciones públicas se forman por elección popular, y toda elección popular esta conducida por los partidos o grupos  políticos.  Si se conserva, como lo ordena la misma constitución, la representación proporcional de los partidos en toda elección popular o de corporaciones públicas, cada vez que intervengan éstas últimas en la elección de jueces, habrá jueces liberales, jueces conservadores y probablemente habrá más tarde, jueces socialistas y comunistas.  El vicio de la intervención  política se prolonga a través de las salas de los Tribunales.  Los partidos pretenden haber llevado, y han llevado, en realidad, delegados a la administración de justicia.  Es posible que los fallos se salven de esta influencia y del prevaricato  político, pero la organización no hace sino buscar cuidadosamente la manera de que se produzca.  Cuando se habla de relajamiento actual de las costumbres  políticas y de la corrupción excepcional de los hombres contemporáneos, me inclino mas a admitir la fortaleza de las primeras y la rectitud de los últimos cuando han soportado unas instituciones inocentemente fraguadas para destruir la honestidad de la justicia e incitar la  política a ejercer sobre ella un intolerable dominio.

…. Si queremos justicia imparcial, justicia invulnerable a las amenazas de la coacción  política, justicia incorruptible, es preciso que no haya jueces liberales y conservadores, por su origen.  Es preciso, además que haya una carrera judicial, cuyas bases han de estar fijadas en la Constitución, principalmente en las condiciones para ser elegido Juez y Magistrado.   Es preciso, también, que la justicia se origine en la misma justicia, hasta donde ello sea posible, y estableciendo, si, alguna garantía contra la eventual creación de una oligarquía cerrada, voluntariosa y molondra.

….. La idea de dar a las Asambleas la intervención que tienen en la elección de Magistrados y fiscales surgió de la tesis, abstracta, inexacta y candida de que se trataba, porque así las definía la Constitución, de corporación administrativas y no  políticas.   Pero son de elección popular, y aunque sus funciones no fueran sino puramente administrativas, de asesoría del Gobierno, cómo evitar que los partidos no realizaran en ellas actos puramente  políticos, no libraran allí las batallas esenciales por su predominio?  Otro tanto puede decirse de las Cámaras “(18). 

La reforma de la designación de los Magistrados de la Corte Suprema propuesta por el ejecutivo  en 1945, no tuvo acogida alguna en las Cámaras.   El procedimiento duramente criticado por el Gobierno de ese entonces quedó sin cambio alguno y fue, por el contrario, ampliado en el nombramiento de los Consejeros de Estado.   Con lo cual, el mal previsto por Lleras Camargo, trascrito anteriormente, continúo imperando en las corporaciones citadas.  Contra tal situación  política se estructuró el Plebiscito de 1957 y el Decreto 251 del mismo año.

2. Realización Plebiscitaria
El artículo 12 del Plebiscito dispuso:

“artículo 12. – La Corte Suprema de Justicia estará integrada por el número de Magistrados que determine la Ley y los cargos serán distribuidos entre los partidos  políticos en la misma proporción en que estén representados en las Cámaras Legislativas.

Los Magistrados de la Corte serán inmovibles a menos que ocurra destitución por causa legal o retiro por jubilación.  La Ley determinará las causas de destitución y organizará la carrera judicial”.   

Estableciendo tres principios fundamentales en la composición de Corte Suprema de Justicia, a saber:

a)  Estructura paritaria.

b)  Inamovilidad en el cargo, excepto al concurrir causa legal de destitución o retiro por jubilación del Magistrado.

c)  La ley organizará la carrera judicial y determinará las causas de destitución de los funcionarios de la Corte Suprema.

Con el Decreto Legislativo No 251 de 1957, fue sustituido el citado artículo 12, ordenando:

a)  La paridad entrará a regir no solo en la Corte Suprema sino también en el Consejo de Estado.

b)  Tanto los Consejeros de Estado y los Magistrados de la Corte serán inamovibles de sus cargos mientras observen buena conducta y no hayan llegado a la edad de retiro forzoso.

c)  Las vacantes serán llenadas por la respectiva corporación.

d)  Compete a la Ley organizar la carrera judicial y reglamentar la disposición que comentamos.

Así, pues, la situación descrita por Alberto Lleras en 1945, durante la Presidencia de Alfonso López P., pudo encontrar un principio de solución al determinar que ni el Congreso ni el Presidente de la República intervendrán en la disposición de Magistrados y Consejeros.  Los Jueces de la Republica tendrán mayor libertad en el juzgamiento de los actos del Ejecutivo o del Congreso, por cuanto ya no dependerán de ellos en su nombramiento.

La paridad o repartimiento milimétrico de los cargos públicos en la administración, alcanzó la rama jurisdiccional.  Los jueces a partir de 1957, serán liberales y conservadores en número igual.

Al extenderse la paridad a la rama jurisdiccional del poder público, los Jueces serían liberales y conservadores a partir de 1957, creando, así, una cierta dependencia de los Jueces con la  política partidista y acrecentando la interferencia de los partidos  políticos en las decisiones judiciales, pero con el principio de la cooptación y la permanencia vitalicia de los Magistrados se neutralizó la  política en el ramo judicial, hasta el punto tal que la nominación de los jueces con la característica de ser conservadores o liberales pasó a ser un mero formulismo.

La inamovilidad de los Magistrados en su cargo conlleva una cierta estabilidad en el funcionamiento de las mencionadas corporaciones y una adecuada orientación jurídica en los fallos a que de lugar la intervención de los particulares o del mismo Estado, bien sea en la Corte Suprema de Justicia o en el Consejo de Estado, con miras a obtener el pronunciamiento definitivo en la aplicación de las leyes.  

Sin embargo trae una secuela inevitable, el principio de la inamovilidad, ya previsto en el año 58 por el Gobierno, en el Mensaje al Congreso del mismo año:

“Contra la inmovilidad de los Magistrados de la Corte y de los Consejeros de Estado, se formula el reparto de que ella les cierra el paso a las mentalidades nuevas e impide el avance de la jurisprudencia.  Todo ello sería cierto si no se estableciera una carrera judicial  que fije la edad de retiro forzoso, y señale los motivos para separar del cargó a los Magistrados incapaces o indignos”.

Complemento necesario a la inmovilidad de los altos Magistrados Judiciales, es el principio de cooptación a fin de proveer las vacantes que en la Corte o Consejo de Estado.  Asi se obtiene una plena autonomía e independencia en la rama judicial y el mal previsto por el entonces Ministro de Gobierno, Lleras Camargo, es sabiamente solucionado.

La finalidad que se propuso el Plebiscito del 57, en esta materia, y un resumen de las nuevas normas constitucionales está claramente descrita en el Mensaje Presidencial al Congreso de 1958, en los términos siguientes:

“Se estableció el principio de que la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado sean paritarios y sus miembros inmovibles mientras observen buena conducta y no hayan llegado a la edad de retiro forzoso. 

La finalidad de ésta disposición es obvia, pues con ella se trata de independizar la justicia de toda posible interferencia  política.  Nadie puede desconocer que un Magistrado cuyo nombramiento no depende del Presidente de la República, ni de las Cámaras Legislativas, dispone siempre de un mayor grado de libertad para juzgar los actos del uno y de las otras”.

BIBLIOGRAFÍA
BETANCOUR, BELISARIO.  Despierta Colombia. Ed.  Tercer Mundo. Bogota 1970.

CARO, MIGUEL ANTONIO. Estudios Constitucionales.  Publicaciones  Banco Popular. Ed.  Iqueina. Bogota. 1951.

CONSTAIN, ALFREDO.  Elementos de Derecho Constitucional.  Ed.  Temis.  Bogota. 3 ed. 1959.

CONSTITUCION  POLÍTICA DE COLOMBIA. Colección Codex Brevis. Ed.  Voluntad.  Bogota. 5 ed. 1967.

CONSTITUCION  POLÍTICA DE COLOMBIA.  Colección Codex Brevis. Ed. Voluntad. Bogota. 15 ed. 1972

COSTA PINTO, L. A.  Voto y Cambio Social.  Ed. Tercer Mundo.  Bogota. 1971.

COPETE LIZARRALDE, ALVARO. Lecciones de Derecho Constitucional. Ed. Lerner. Bogota. 3 ed. 1960.

CHARRY SAMPER, HECTOR. La Reforma del  artículo 121 de la Constitución Nacional.  Ed. Imprenta Nacional. Bogota. 1962. 2 V

DANGOUND URIBE, ALBERTO.  Enfoques del frente nacional.  En Revista Universitas. Universidad Javeriana. Facultad de Derecho. Bogota. 1968. T. 34.

ESCOBAR NAVIA, RODRIGO.  El Frente Nacional y los Partidos  políticos. En Revista Universitas.  Universidad Javeriana.  Facultad de Derecho.  Bogota. 1968. T. 34.

FERNANDEZ BOTERO, EDUARDO.  Las Constituciones Colombianas Comparadas. Ed. Universidad de Antioquia. Medellín. 1964. 2 V

GAITAN MAHECHA, BERNARDO.  Misión Histórica del Frente Nacional.  Colección Populibro.  Ed. Revista Colombiana. Bogota. 1966.

GAITAN MAHECHA, BERNARDO. Presente y Futuro del Frente Nacional. En Revista Universitas. Universidad Javeriana. Facultad de derecho. Bogota. 1968. T. 34

GOMEZ LAUREANO. Desde el Exilio. S.P.I.
GOMEZ HURTADO, ALVARO. Hoy en el Pensamiento de Álvaro Gomez H. Colección Populibros. Ed. Revista Colombiana. Bogota. 1967.

GOMEZ HURTADO, ALVARO.  Política Económica del Frente Nacional.  En Revista Universitas. Universidad Javeriana. Facultad de Derecho. Bogota. 1968. T. 34

HENAO, HIDRON J. Panorama del Derecho Constitucional colombiano. Ed. Temis. Bogota. 1971

HERNANDEZ R., GUILLERMO.  La Alteración ante el Pueblo como Constituyente Primario. Ed. América Libre. Bogota. 1961.

JUNTA MILITAR DE GOBIERNO.  Mensaje Presidencial al Congreso de 1958. Ed. Imprenta Nacional. Bogota. 1958.

LOPEZ MICHELSEN, ALFONSO. Posdata a la Alternación.  Colección Populibros. Ed. Revista Colombiana. Bogota. 1970.

LLERAS CAMARGO, ALBERTO.  Mensaje del Presidente Lleras a la Primera Legislatura de 1959. Oficina de Información y Prensa de Palacio. Bogota. 1959.

LLERAS CAMARGO, ALBERTO. Mensaje del Presidente de la República al Congreso Nacional. Oficina de Información y Prensa de la Presidencia. Julio de 1961

LLERAS CAMARGO, ALBERTO. Mensaje del Presidente de la República al Congreso Nacional. Oficina de Información y Prensa de la Presidencia de la Republica. Bogota. 1962.

MARTZ, JOHN DE. Colombia un Estudio de  política Contemporánea. Publicaciones de la Universidad Nacional. Bogota. 1959.

MELO GUEVARA, GABRIEL. El Estado y la Constitución. Ed. Temis. Bogota. 1967.

MOLINA, GERARDO. Las Ideas Liberales en Colombia. Publicaciones de la Universidad Nacional. Bogota. 1970.

PENAGOS, GUSTAVO. Interpretación y Desarrollo de la Reforma Constitucional. Conferencias de Clase. Escuela Superior de administración Pública. Edición mimeografía. Bogota. 1972.

PENAGOS, GUSTAVO. Verdad  política de la Reforma Constitucional  y administrativa. Conferencias de Clase. Escuela de Superior de Administración Pública. Edición mimeografía. Bogota. 1972.

PEREZ, FRANCISCO DE PAULA. Derecho Constitucional Colombiano. Ed Lerner. Bogota. 5 ed. 1962.

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. Historia de la Reforma Constitucional de 1968. Ed. Imprenta Nacional. Bogota. 1969.

NARANJO VILLEGAS, ABEL.  Tradición y Reforma Constitucional. Ed. Imprenta Departamental de Antioquia. Medellín. 1964.

NOGUERA LABORDE, RODRIGO. Constitucion de la Republica de Colombia y sus Antecedentes Documentales desde 1885.  Publicaciones Fondo Rotario de la Universidad Javeriana. Bogota. 1950. T. 2.

QUINTERO PEÑA, ARCADIO.  Lecciones de Historia Colombiana.  Biblioteca Banco Popular. Bogota. 1971. 3V.

RUEDA URIBE, PEDRO NEL.  Astillas de  política y de Abogacía. Ed. Hispana. Bogota. 1966.

SACHICA, LUIS CARLOS. Constitucionalismo Colombiano. Ed. Temis. Bogota. 2 Ed. 1966.

SACHICA, LUIS CARLOS. Reforma Constitucional de 1968. Ed. Temis. Bogota. 3 ed. 1972.

SEPULVEDA N.,  SATURNINO. Elites Colombianas en Crisis. S. P. I. 1970.

VALDERRAMA, J. EMILIO. El sistema ¿para que? Colección Populibro. Ed. Revista Colombiana. Bogota. 1967.

VALENCIA, GUILLERMO LEON. Discursos. Periodo 1962-1963. Recopilación de Oficina de Información y Prensa de la Republica. Bogota. 

VARIOS. La segunda Republica. Ed. Signo Nuevo. Bogota. 1956.

VAZQUEZ COBO CARRIZOSA, CAMILO. El Frente Nacional su Origen y Desarrollo. Ed. Carvajal. Cali. 1970.

VIDAL PERDOMO, JAIME. Historia de la Reforma Constitucional de 1968 y sus Alcances Jurídicos. Publicaciones Universidad Externado de Colombia. Bogota. 1970.

AUTOR:
Juan de Dios Galvis Noyes

 jgalvisn@etb.net.co
Bogotá D.C. – Colombia. Abril de 2008
JUAN DE DIOS GALVIS NOYES, abogado de la Universidad Javeriana, Bogota, Colombia, con estudios de post grado en derecho comercial, laboral y civil, en las universidades Javeriana y Rosario, diplomado Conciliador y Arbitro Institucional, en la Universidad Militar Nueva Granada, Bogota, y de la Corporación Colegio Nacional de Abogados. Profesor de Derecho Comercial y laboral en la Institución Universitaria Politécnico Gran Colombiano, Bogota, ex profesor de derecho comercial, en la facultad de contaduría, Universidad Javeriana y de Ciencia Política en la facultad de derecho de la Universidad Javeriana, Bogota. Actualmente ejerce la profesión como asesor de empresas en las áreas comerciales y laborales. 

PAGE  
1
Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com 


